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que la formación Loreto es una unidad fosilífera (por lo que su 

potencial fosilífero podría clasificarse como medio a alto) y que 

el rajo está incluido en la formación Loreto; ocupando un 1,34% de 

la superficie de dicha unidad fosilífera (fs. 264). Sin embargo, 

del análisis de este informe y de todos los anteriores, no es 

posible deducir en qué magnitud se removerían, destruirían, 

deteriorarían, intervendrían o trasladarían estos restos fósiles de 

la formación Loreto ubicados en el rajo, en circunstancias que este 

es el aspecto que debió ser dilucidado en la evaluación de impacto 

ambiental del Proyecto Tronaduras a objeto de establecer si el 

impacto sobre el patrimonio cultural sería o no significativo. 

A pesar del informe señalado en el párrafo anterior, estos 

sentenciadores han detectado que, con la información obtenida de 

la prospección paleontológica de los sondajes (informe de 

seguimiento de 31 de mayo de 2011 de fs. 12906) y utilizando el 

software minero VULCAN (cuyo uso se declaró a fs. 1953), Minera 

Invierno pudo haber estimado: (i) qué fracción de estos estratos 

con fósiles bien conservados serían destruidos; (ii) qué fracción 

sería trasladada sin daño a los botaderos; y (iii) qué fracción 

sería posible rescatar mediante las prospecciones a efectuar 

durante las tronaduras. Con estas estimaciones habría sido posible 

hacer una evaluación respecto a la magnitud de las intervenciones 

del Proyecto Tronaduras sobre los fósiles de la formación Loreto; 

sin embargo, esto no ocurrió. 

Respecto de lo anterior, cabe señalar que el SEA ya ha evaluado la 

magnitud en que se altera el patrimonio cultural en otros proyectos, 

siguiendo aquella aproximación metodológica. Ejemplo de ello es la 

evaluación ambiental del proyecto «Planta Cátodos Pampa Camarones», 

ingresado al SEIA bajo la forma de una DIA. En dicho proyecto, 

durante la evaluación de impacto ambiental, y tras un análisis de 

la distribución de eventos líticos en superficie, y en base a la 

ubicación de las obras, se determinó que se impactaría un 18,5% de 

las áreas prospectadas (no del área total donde podrían haber 

eventos líticos), que con un área de exclusión compuesta por cuatro 

polígonos se dejaría sin intervenir el 24,46% de la superficie con 

eventos líticos, y que el proyecto podría proteger un 20,5% de los 

mismos. Estas estimaciones permitieron la calificación favorable de 
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esa DIA. 

En virtud de lo expuesto, el Tribunal llega a la conclusión que, 

en el caso del Proyecto Tronaduras, no hubo por parte de Minera 

Invierno ni por parte del SEA, estimación de la magnitud de 

afectación de las piezas fósiles ubicadas en el rajo de Mina 

Invierno, lo que habría permitido una evaluación objetiva respecto 

de si tal magnitud resultaba en un impacto significativo. En 

consecuencia, el SEA no contaba con la información suficiente como 

para evaluar la magnitud del impacto del Proyecto Tronaduras sobre 

el componente paleontológico, por lo que el Director Ejecutivo no 

pudo descartarla. De tal forma que los supuestos de hecho de los 

arts. 19 literal a) RSEIA y 11 literal f) LBGMA, no se verificaron. 

SEXAGÉSIMO SEXTO. 	Sin perjuicio de lo ya señalado, atendiendo la 

considerable cantidad de información obtenida por este Tribunal en 

sede cautelar, se pasará a analizar si, con estos nuevos 

antecedentes obtenidos con posterioridad a la calificación del 

Proyecto Tronaduras, es posible evaluar la magnitud en que se 

podrían afectar las piezas fósiles declaradas Monumento Nacional 

por la Ley 17.288. Para ello se analizó la información levantada 

mediante la inspección de la primera tronadura y, adicionalmente, 

se desarrolló un análisis teórico de la distribución de tamaño de 

partícula en un volumen tronado con los datos obtenidos en los 

informes de las demás tronaduras. Lo anterior, para efectos de 

verificar si, tal como han afirmado la Reclamada y la empresa, el 

tamaño de los bloques es argumento suficiente para descartar dicho 

efecto. 

SEXAGÉSIMO SÉPTIMO.  A fs. 17800 y ss., constan los antecedentes 

levantados por los servicios públicos que controlaron la primera 

tronadura efectuada por Minera Invierno, el día 08 de febrero de 

2019, en el contexto de la Segunda Medida Cautelar dictada por el 

Tribunal el 24 de diciembre de 2018. 

En dos de los informes evacuados (de la SMA, a fs. 17802; y del 

CMN, a fs. 18147), se concluyó que el tamaño de los fragmentos 

producidos tras dicha actividad permitiría evidenciar que no 

existen mayores riesgos de pérdida de información o daño al material 

paleontológico, respecto de los generados en las faenas previas. 
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Sin embargo, tras la revisión de la información contenida en los 

informes aportados por la SMA, estos sentenciadores arriban a la 

conclusión de que tales afirmaciones no se encuentran 

suficientemente fundadas. 

En primer lugar, analizado el extenso anexo fotográfico, se apreció 

la realización de un intenso control de los factores de diseño de 

la tronadura, acompañándose datos de mediciones de la profundidad 

de 13 pozos, del diámetro de 2 pozos, del espaciamiento en 4 

oportunidades y del burden en 3 casos. En contraste, para el caso 

de la evaluación de los fragmentos resultantes de la tronadura, 

este Tribunal logró identificar 2 fotografías y detectó que ni se 

señaló el número de fragmentos analizados para la elaboración de 

la tabla informada a fs. 17816 (tomada de la tabla de fs. 18115) 

ni se especificó la metodología usada para llegar a estimar que los 

bloques con un volumen menor a 0,12 m3  representaban un 10% del 

volumen tronado. 

En segundo lugar, el Tribunal considera que no se ponderaron 

adecuadamente las dificultades metodológicas reportadas por el CMN 

en su informe de fs. 18141, a saber: (i) que la primera inspección 

del bloque tronado se realizó a una distancia de 20 m; (ii) que por 

condiciones meteorológicas, la verificación del tamaño de los 

fragmentos en la superficie del banco tronado se extendió por 18 

minutos; y (iii) que al retornar al bloque tronado para continuar 

con la inspección, ya se había iniciado el transporte del material 

estéril por lo que, por razones de seguridad, los fiscalizadores 

sólo pudieron efectuar un registro fotográfico rápido y general 

(fs. 18143). A juicio de estos sentenciadores, las condiciones 

descritas por el CMN no resultan idóneas para un análisis adecuado 

de los fragmentos resultantes de la tronadura; indicio de ello es 

la escasez de fotografías y de registro de datos, en comparación 

con lo reportado en la inspección previa al diseño de la tronadura. 

Por último, el Tribunal detectó inconsistencias entre lo reportado 

por Sernageomin y el CMN. En su informe, el Sernageomin señaló que 

de los bloques analizados, el menor tenía un volumen de 0,12 m3  (fs. 

18115). El CMN, por su parte, también reportó tamaños de fragmentos, 

indicando que en el sector de ingreso a la plataforma de tronadura 

se apreciaron fragmentos dispersos y aislados no mayores a 30 cm 
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(fs. 18143) y que posteriormente se registró un fragmento de 

aproximadamente 15 cm por 30 cm. De esta forma, al estimar los 

volúmenes de los fragmentos reportados por el CMN, se aprecia que 

son ostensiblemente menores que el menor volumen reportado por 

Sernageomin (0,027 m3  y 0,013 m3  para los fragmentos medidos por el 

CMN, en contraste con 0,12 m3  reportados por Sernageomin). 

SEXAGÉSIMO OCTAVO.  Para analizar la fragmentación de la roca con 

los datos provenientes de las demás tronaduras, el Tribunal detectó 

que una de las metodologías más utilizadas para evaluar la 

fragmentación de roca con tronaduras es el modelo Kuz-Ram (Jasmin 

Jug et al. 2017 TOP Conf. Ser.: Earth Environ. Sci. 95 042013). 

Este modelo considera una serie de ecuaciones: (i) la ecuación de 

Kuznetsov, que permite estimar el tamaño promedio de los bloques; 

(ii) la ecuación de Cunningham, que permite obtener un índice de 

uniformidad teórico; y (iii) la ecuación de Rossin-Rammler, que 

permite estimar el tamaño característico y además modelar la 

distribución de tamaños de partícula. 

La ecuación de Kuznetsov requiere conocer el factor de roca, el 

espaciamiento entre los pozos, burden y la altura del banco, la 

masa real de explosivo usada por pozo y la potencia en peso del 

explosivo. A partir de los datos del expediente, es posible asumir 

los siguientes valores: altura de banco de 8 m (fs. 3592), diámetro 

de pozo de 20 cm (fs. 3614), mientras que los valores de 

espaciamiento, burden y carga promedio por pozo fueron obtenidos 

de los informes de tronadura (T01, y de T26 a T43). 

A su vez, ante la falta de antecedentes, la desviación de exactitud 

de perforación se calculó en 0,2495 m, utilizando la misma altura 

del banco en una ecuación propuesta el 2016 (González, C. (2016) 

Evaluación de la Voladura en el Método de Cámaras y Pilares en la 

Compañía Minera MARSA. Memoria para optar al título de Ingeniero 

de Minas. Universidad Nacional del Centro del Perú) El uso de este 

valor como supuesto es una seria restricción del modelo, pero su 

incidencia matemática en la ecuación es considerablemente baja. Ya 

que Mina Invierno declaró que utilizará ANFO en su DIA (fs. 3614), 

se usó una potencia en peso de 100%, acorde a lo informado por ENAEX 

(ENAEX, 2016. Guía del Explosivista). 
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Sin embargo, el Tribunal no encontró en el expediente los valores 

del factor de roca. Según el modelo Kuz-Ram, es posible desarrollar 

una ecuación para determinar este valor (factor de roca), la cual 

requiere datos sobre la discontinuidad, la densidad y la dureza de 

la roca, datos que tampoco se encuentran en el expediente. Una 

aproximación teórica para resolver la ausencia del valor del factor 

de roca es el uso de valores reportados en la literatura. De esta 

forma, se detectó el valor de 9 m para areniscas (Zúñiga, P. 2015. 

Diseño de Tronaduras y su Impacto en el Costo Mina de Compañía 

Minera Cerro Negro. Memoria para optar al título de Ingeniero Civil 

de Minas. Universidad de Chile). Sin embargo, no se ha podido 

arcillolitas y 

susceptibles de 

al ser el factor 

sustantivamente 

de roca de las 

de las limolitas, que son los sustratos más 

contener fósiles en Mina Invierno. En este caso, 

de roca un parámetro que, de ser modificado, incide 

en el resultado de la ecuación, éste se debería 

obtener de la literatura un valor para el factor 

estimar sólo con datos provenientes de la zona de estudio. 

Debido a lo anterior, estos sentenciadores llegan a la convicción 

que el desarrollo del modelo Kuz-Ram, sin datos precisos del tipo 

de roca cuya tronadura pudiese afectar al componente 

paleontológico, no es adecuado. 

Adicionalmente, este Tribunal concuerda en que, si bien existe una 

herramienta empírica capaz de predecir matemáticamente la 

distribución del tamaño de partículas producidas por una tronadura, 

el modelo Kuz-Ram no es un modelo matemático que deba ser usado 

para predecir la distribución del tamaño de las partículas 

resultantes de la detonación, particularmente de los granos finos, 

ya que el modelo tiende a subestimarlos. Así lo plantea Claude 

Cunningham, creador de la metodología, en su revisión del año 2005 

(Cunningham. 2005. The Kuz-Ram fragmentation model - 20 years on. 

Brighton Conference Proceedings, R. Holmberg et al. European 

Federation of Explosives Engineers, ISBN 0-9550290-0-7). 

Esto resulta particularmente relevante si se considera que la forma 

de determinar si las explosiones afectarán el patrimonio 

paleontológico es, precisamente, a través de una adecuada 

determinación de la cantidad de partículas de menor tamaño que se 

producen con la tronadura, ya que el fenómeno susceptible de 
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destruir fósiles, es la pulverización de la roca, y no la formación 

de grandes bloques tronados. 

SEXAGÉSIMO NOVENO. Por todo lo razonado precedentemente, a juicio 

de estos sentenciadores, la forma de interpretar el concepto de 

magnitud del art. 10 literal a) RSEIA, no puede estar orientada a 

determinar el tamaño relativo de la parte afectada (área de 

influencia del Proyecto Tronaduras) en relación con el todo 

(formación Loreto), ya que no es la formación geológica el objeto 

protegido en su calidad de monumento nacional, sino que los fósiles 

presentes en algunos sustratos de esta formación. 

Adicionalmente, y como ya ha sido señalado en esta sentencia, tras 

el análisis del expediente se advirtió que el Director Ejecutivo 

del SEA no consideró el cúmulo de informes de seguimiento 

paleontológico y paleobotánico —emanados de la misma Minera 

Invierno— que ilustraban una imagen opuesta a la insignificancia 

con que la Resolución Reclamada identifica el sitio paleontológico. 

El informe Monitoreo paleontológico de Mina Invierno, Isla Riesco, 

Región de Magallanes y Antártica Chilena. Informe Final - fase I, 

del año 2016, ya había reconocido que los hallazgos en Mina Invierno 

permitían «[...] conocer una flora fósil sin precedentes en la 

paleobotánica chilena». 

Finalmente, con los datos obtenidos a través de los informes de 

tronadura, que fueron requeridos por el Tribunal en sede cautelar, 

tampoco es posible determinar de forma acabada y razonable la 

magnitud en que las tronaduras destruirían los fósiles presentes 

en el rajo, ya que el modelo más ampliamente utilizado para predecir 

el fraccionamiento, no es idóneo para estimar los fragmentos finos 

y requiere datos relacionado con aspectos no informados de las rocas 

a tronar. 

SEPTUAGÉSIMO. Con relación a la singularidad de los hallazgos 

paleontológicos, el Tribunal evaluó cada uno de los 6 informes (y 

el anexo de uno de ellos) no ponderados por la Resolución Reclamada, 

y concluye que aun cuando el sitio sobre el que se emplaza en área. 

de influencia del Proyecto Tronaduras sea proporcionalmente pequeño 

respecto de la formación Loreto, esto no es lo relevante, sino que 

lo es su potencial como fuente de nuevos descubrimientos. El informe 
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Monitoreo Paleontológico de Mina Invierno, Isla Riesco, Región de 

Magallanes, Antártica Chilena, Informe Final—Fase I se refiere a 

hallazgos que superan en un 300% la diversidad de morfotipos de 

fósiles vegetales (fs. 12869). Esto torna las piezas encontradas 

en la zona del Proyecto Tronaduras en objetos de valor único dentro 

de la formación Loreto, de lo que se desprende la importancia de 

su conservación y análisis. 

Lo anterior contrasta con la Resolución Reclamada, en cuanto el 

Director Ejecutivo del SEA desechó la singularidad de los hallazgos 

basándose en un solo informe del CMN —que tampoco tenía como 

antecedente un informe paleontológico— (considerando 33.10.6. de la 

Resolución Reclamada). Esta conclusión de la Autoridad discurre en 

contra de los informes de seguimiento paleontológico presentados 

por Minera Invierno, pues a partir de su análisis, el Tribunal ha 

establecido que se podían extraer dos conclusiones relevantes de 

ellos: (1) La composición paleoflorística en Mina Invierno podría 

revestir singularidad por su diversidad, la cual se hizo más 

evidente tras el reporte de junio de 2016, con un total de 22 grupos 

taxonómicos relevantes en comparación con los reportes de la 

literatura especializada, en que se reportan 13 grupos taxonómicos 

relevantes; (2) la hipótesis de que los hallazgos de Mina Invierno 

serían idénticos a los ya reportados por los científicos 

especializados no se sostiene (ver Considerando Trigésimo Quinto). 

8. Conclusiones sobre esta alegación 

SEPTUAGÉSIMO PRIMERO. 	En vista de todo lo anterior, estos 

sentenciadores concluyen que el Director Ejecutivo del SEA no 

contaba con la información para descartar los efectos del art. 11 

literal f) LBGMA. La carencia de dicha información al dictar la 

Resolución Reclamada, vulnera el derecho de los administrados a una 

actuación imparcial de la Administración. Lo anterior, basado en 

los siguientes argumentos. 

Primero, en el área de influencia del Proyecto Tronaduras existe 

un yacimiento paleontológico. De este hecho las partes están 

contestes. Este consenso contrasta con la conclusión de la RCA 

25/2011 del Proyecto Mina Invierno que expresamente desconoce la 

existencia del mismo. 
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Segundo, no constaba en el expediente administrativo informe 

paleontológico alguno, en los términos exigidos por la Guía sobre 

Monumentos Nacionales, para efectos de evaluar este componente. Su 

aporte siempre fue negado por Minera Invierno, pues a su juicio los 

impactos sobre el componente paleontológico ya habrían sido 

considerados en la evaluación ambiental del Proyecto Mina Invierno. 

Este argumento debe ser desechado, puesto que en este último 

proyecto, la línea de base no consideraba la existencia del sitio 

paleontológico, del que hoy todas las partes concuerdan que existe. 

Tercero, el Director Ejecutivo del SEA no ponderó los monitoreos 

paleobotánicos quincenales ni los informes de seguimiento 

paleobotánicos anuales del Proyecto Mina Invierno, en la Resolución 

Reclamada (considerando 33, Resolución Reclamada). 

Cuarto, no existía en el expediente administrativo del Proyecto 

Tronaduras, estimación o estudio alguno sobre el impacto de las 

explosiones sobre el material paleontológico existente. 

Quinto, el Director Ejecutivo del SEA no pudo descartar los efectos 

del art. 11 literal f) LBGMA, pues no contaba con un estudio 

paleontológico que detallase pormenorizadamente el potencial 

fosilífero del área del Proyecto Tronaduras. Tampoco contaba dicha 

Autoridad con un informe que analizara los impactos que las 

tronaduras iban a producir sobre el material fosilífero. 

Sexto, el Director Ejecutivo del SEA no tenía antecedentes 

suficientes como para arribar a la conclusión de que no se cumplían 

los requisitos del art. 10 inc. 3°  literal a) RSEIA. Así las cosas, 

esa Autoridad no podía determinar la magnitud en que se iban a 

destruir o deteriorar los hallazgos fósiles. Igualmente, no podía 

establecer si los Monumentos Nacionales contenidos en la formación 

Loreto se iban a modificar en forma permanente o no. 

Séptimo, el Director Ejecutivo del SEA, al dictar la Resolución 

Reclamada, ejerció una potestad discrecional, entregada por el art. 

83 literal f) LBGMA. Con todo, dicha potestad se encontraba limitada 

por el art. 19 inc. final LBGMA, en cuanto una DIA debe ser rechazada 

cuando (a) no se subsanen los errores, omisiones o inexactitudes 

de que adolezca; (b) el proyecto requiere ser evaluado mediante 
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estudio de impacto ambiental, pues podrían existir efectos, 

características o circunstancias del art. 11 LBGMA; o, (c) cuando 

no se acredite el cumplimiento de la normativa ambiental aplicable. 

Así, y a pesar de no existir la información suficiente para evaluar 

el componente paleobotánico, la Resolución Reclamada sí se 

pronunció respecto de la intervención en el área del rajo, emplazada 

sobre el sitio paleontológico formación Loreto (hechos ya 

analizados en el título 5 de este acápite). De tal manera que el 

SEA no contaba, durante la evaluación ambiental, con los 

antecedentes mínimos necesarios que justificaren la inexistencia de 

aquellos efectos, características o circunstancias del art. 11 

LBGMA que pudiesen dar origen a la necesidad de efectuar un estudio 

de impacto ambiental. 

En vista de todo lo anterior, este Tribunal no puede sino concluir 

que Minera Invierno no subsanó las omisiones de información 

denunciadas por las Reclamantes (falta de línea de base 

paleontológica y descarte de impactos ambientales sobre el 

componente paleobotánico); así como tampoco presentó informe 

paleontológico e informe del efecto de las tronaduras sobre los 

bienes del patrimonio cultural. Dado que el literal b) del art. 12 

bis LBGMA requiere que las DIA consideren los «[...] antecedentes 

necesarios que justifiquen la inexistencia de aquellos efectos, 

características o circunstancias del artículo 11 que pueden dar 

origen a la necesidad de efectuar un Estudio de Impacto Ambiental»; 

y que en el presente caso no fueron presentados dichos antecedentes, 

el Tribunal concluye que la Resolución Reclamada fue dictada en 

contra de dicha norma; siendo que la DIA adolecía de omisiones, y 

que estas no fueron subsanadas durante el procedimiento de 

evaluación ambiental, por lo que Minera Invierno no acreditó el 

cumplimiento de la normativa ambiental aplicable, en particular de 

no producir los efectos del art. 11 literal f) LBGMA. 

SEPTUAGÉSIMO SEGUNDO. 	El Tribunal es de la opinión que el 

Director Ejecutivo del SEA, al no hacerse cargo de los informes de 

seguimiento acompañados por Minera Invierno, y de lo notable de los 

hallazgos fosilíferos en ellos detallados, ha faltado a su deber 

de imparcialidad. 

Esta conclusión se extrae de lo dispuesto en el art. 11 LPA, puesto 
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que impone a la Administración el deber de actuar con objetividad 

en las decisiones que adopte. Así, cuando el Director Ejecutivo del 

SEA solo basa su decisión en ciertas piezas del expediente, obviando 

otras que contradicen su opinión, comete una infracción a su deber 

legal de imparcialidad. 

En aplicación del principio de imparcialidad del art. 11 LPA, el 

Director Ejecutivo del SEA al pronunciarse sobre los recursos 

administrativos en contra de la Resolución Reclamada, en lo que se 

refiere al componente paleontológico, debió analizar todos los 

antecedentes referidos a dicho componente, explicando por qué (i) 

le dio validez a unos y los utilizó para arribar a su conclusión; 

y, (ii) por qué le restó validez a otros y no los utilizó para su 

argumentación. 

La omisión de analizar todos los antecedentes, no solo contraría 

lo dispuesto en el art. 11 LPA; sino que también vulnera lo 

establecido en el art. 41 inc. 4°  del mismo cuerpo legal. El 

estándar de fundamentación de la Administración en sus decisiones 

le impone la obligación de explicar el por qué de su decisión, tanto 

en lo que le beneficia como en lo que le perjudica. Esta falencia 

impide a los administrados conocer todas las razones por las que 

la Autoridad adoptó su decisión, complicando su control por las 

partes, especialmente por aquella presuntamente perjudicada con la 

decisión. Esta arbitrariedad de la Autoridad no es aceptada por la 

legislación nacional, ya no solo por los artículos de las leyes ya 

citadas; sino que por la misma Constitución Política de la 

República. El art. 19 N°  2 CPR establece el principio de la 

interdicción de la arbitrariedad, por el que la Autoridad no puede 

dictar actos o adoptar decisiones cuyo fundamento no se haga cargo 

de todos los antecedentes relevantes, pues ofende a la razón, 

tornando al acto en caprichoso. 

Lo anterior, afecta por lo demás a los principios de igualdad y 

seguridad jurídica, ya que —como ya lo ha dispuesto una sentencia 

anterior de este Tribunal—, «(...) el principio de igualdad y de 

seguridad jurídica imponen a la Administración el deber de 

consistencia y coherencia en su actuación, y de no comportarse de 

manera veleidosa cambiando su forma de actuar o sus criterios 

inesperadamente ante los ciudadanos. De otra forma se genera 
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incertidumbre en los administrados» (R-30-2016, Tercer Tribunal 

Ambiental). 

SEPTUAGÉSIMO TERCERO. 	Como última cuestión debatida el Director 

Ejecutivo del SEA planteó, en su informe de fs. 3503, punto 1.6.2., 

que para el caso que el Tribunal estimase que la DIA del Proyecto 

Tronaduras carecía de información esencial, esta ausencia no sería 

un vicio esencial que generaría la nulidad del acto administrativo 

ni tampoco uno que generaría perjuicios o tuviera la potencialidad 

de generarlos. 

El fundamento legal para sostener lo anterior, sería el art. 13 

inc. 2°  LPA. Este precepto se refiere al vicio de procedimiento o 

de forma, el que no afecta la validez del acto en tanto el vicio 

recae en: (a) algún requisito esencial del acto (sea por su 

naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico); y, (b) genera 

perjuicio al interesado. 

SEPTUAGÉSIMO CUARTO.  En lo que dice relación con el vicio de 

procedimiento o de forma que recae sobre un requisito esencial —

principio de trascendencia— de la Resolución Reclamada, los vicios 

del acto administrativo están vinculados con los elementos del mismo 

y se producirán, justamente, cuando el acto no cuente con alguno 

de ellos. 

Según la doctrina, los elementos de los actos administrativos «son 

aquellas condiciones estructurales necesarias para su validez, sin 

cuya concurrencia (perfecta) el acto es susceptible de ser anulado» 

(Valdivia, José Miguel, 2018. Manual de Derecho Administrativo, 

Tirant Lo Blanch). De esta forma, el acto administrativo estará 

viciado formalmente si no concurren los elementos de forma o de 

legalidad externa del mismo. Entre aquellos encontramos el 

cumplimiento de las formalidades instrumentales y procedimentales 

establecidas en la ley para su dictación, así como el haber sido 

dictado por Autoridad competente. Por otra parte, el acto 

administrativo adolecerá de un vicio de fondo si la finalidad, el 

motivo o el objeto del mismo no se ajustan a la ley. 

Estos sentenciadores consideran que, en virtud de lo ya señalado, 

los vicios alegados por las Reclamantes, y constatados en esta 
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sentencia, conculcan las garantías de los administrados y afectan 

formalmente a la Resolución Reclamada. Por esta razón, no resulta 

factible aplicar el art. 13 inc. 2°  LPA; puesto que los vicios del 

acto se extienden a sus propios motivos, afectando su fondo, lo que 

impide a este Tribunal convalidarlos. Respecto de este punto, el 

Tribunal ya se pronunció en la causa ROL-30-2016, señalando, 

«Que si bien la motivación es un elemento formal del acto 

administrativo -RCA-, ella se vincula directamente a la 

comprobación de uno de sus elementos objetivos cuál es la 

existencia del motivo o presupuesto de hecho del acto, el 

que es concretado en la motivación, por lo que la ausencia, 

insuficiencia o expresión defectuosa de motivación no puede 

ser calificada como un vicio de menor entidad sino uno de 

carácter esencial» (considerando Sexagésimo Tercero). 

Ha quedado probado y ponderado que el Director Ejecutivo del SEA 

actuó de manera ilegal al dictar la Resolución Reclamada, en abuso 

de sus potestades discrecionales. 

A mayor abundamiento, se vulnera el art. 11 ter LBGMA, puesto que, 

dicha norma requiere que, 

«En caso de modificarse un proyecto o actividad, la 

calificación ambiental deberá recaer sobre dicha 

modificación y no sobre el proyecto o actividad existente, 

aunque la evaluación de impacto ambiental considerará la 

suma de los impactos provocados por la modificación y el 

proyecto o actividad existente para todos los fines legales 

pertinentes». 

En el presente caso se vulnera el art. 11 ter LBGMA, puesto que el 

Director Ejecutivo del SEA, a diferencia del caso de la RCA 25/2011, 

tenía antecedentes de la existencia de hallazgos fósiles que no 

existían en dicha evaluación. A pesar de que las variables evaluadas 

y contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron 

establecidas las condiciones o medidas del Proyecto Mina Invierno, 

variaron sustantivamente en relación con lo proyectado en aquella 

RCA, el Director Ejecutivo no exigió ni un informe paleontológico 

ni un informe sobre el efecto de las tronaduras, que le permitiese 
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descartar los efectos del art. 11 literal f) LBGMA. Esta conducta 

del Director Ejecutivo vulnera lo dispuesto en el art. 11 ter LBGMA 

y art. 19 inc. 3°  RSEIA, que establece que, 

«Tratándose de una modificación a un proyecto o actividad 

en ejecución, los antecedentes presentados que se señalan 

en los literales del presente artículo, deberán considerar 

la situación del proyecto o actividad, y su medio ambiente, 

previa a su modificación». 

Si previo a la modificación del Proyecto Mina Invierno por el 

Proyecto Tronaduras, no existían elementos paleontológicos, 

resultaba mandatorio para el Director Ejecutivo del SEA haber 

evaluado la variación sustancial que los mismos antecedentes 

presentados por Minera Invierno mostraban. Esta información estuvo 

ausente durante la tramitación del procedimiento de evaluación 

ambiental del Proyecto Tronaduras que terminó, precisamente por esa 

circunstancia, mediante la RCA 6/2018. 

La falta de información durante la evaluación ambiental del Proyecto 

Tronaduras, y la omisión de análisis de evidencia que constaba en 

el Expediente Administrativo por parte del Director Ejecutivo del 

SEA en la Resolución Reclamada, llevan a concluir que se afectó la 

correcta determinación de los hechos. 

La inadecuada determinación de los hechos y de sus consecuencias 

por parte de la Administración, como bases para la dictación de un 

acto administrativo es parte, justamente, del elemento motivo del 

acto administrativo. El profesor Jorge Bermúdez lo denomina 

elemento causal o motivo, y lo ha definido como la razón que 

justifica cada acto administrativo emanado de la Administración 

Pública. Dicho autor agrega que en esa razón «están incorporados 

los elementos de hecho que se tuvieron para su dictación 

(Bermúdez, J. (2014) Derecho Administrativo General. Editorial 

Thomson Reuters). Además, define a los motivos fácticos como, 

«El conjunto de elementos de hecho que se ha tenido en 

cuenta en la resolución. Entre éstos se debe considerar las 

circunstancias que el acto administrativo pretende 

resolver, llenar o desarrollar». 
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Por su parte, el profesor José Miguel Valdivia se refiere a este 

elemento como el motivo del acto administrativo, señalando que este 

es «el supuesto de hecho que condiciona el ejercicio de la potestad 

pública y, por eso, determina la adopción del acto» (Valdivia, J.M., 

2018. Manual de Derecho Admínistrativo, Tirant Lo Blanch). Agrega 

el profesor Valdivia que su importancia es central, porque esa 

circunstancia de hecho constituye la justificación inmediata del 

acto administrativo. 

Lo anterior, tiene su expresión legal en el inciso 2° del art. 11 

de la LBPA, el cual señala que, 

«Los hechos y fundamentos de derecho deberán siempre 

expresarse en aquellos actos que afectaren los derechos de 

los particulares, sea que los limiten, restrinjan, priven 

de ellos, perturben o amenacen su legítimo ejercicio, así 

como aquellos que resuelvan recursos administrativos». 

Según el profesor Bermúdez, de esta norma se puede concluir que la 

actuación de la Administración Pública debe ser razonable, 

proporcionada y legalmente habilitada, por lo que la causa o motivo 

es un elemento que debe expresarse en toda clase de acto 

administrativo. 

Por lo ya señalado, resulta plausible señalar que la omisión de los 

hechos por parte el Director Ejecutivo del SEA, así como un 

razonamiento inadecuado de sus consecuencias, genera un vicio de 

fondo del mismo, cuya consecuencia es su anulación. De aquí que el 

vicio no recae sobre una cuestión de procedimiento o de forma, 

entonces no es aplicable el art. 13 inc. 2° LPA, tal como lo afirmó 

el Director Ejecutivo del SEA. 

SEPTUAGÉSIMO QUINTO.  En atención a que el Tribunal ha llegado a la 

convicción de que no existió en la Resolución Reclamada la debida 

fundamentación de las respuestas dadas a las Reclamantes a sus 

observaciones ciudadanas, el Tribunal acogerá en este punto su 

reclamación, declarando en consecuencia que la falta de motivación 

detectada resulta suficiente para anular la Resolución Reclamada, 

en tanto se configura una ilegalidad sustancial, contraria a lo 

dispuesto en los arts. 11 e inc. 4° del art. 41 LBPA. 
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Adicionalmente, y atendido a que los antecedentes obrantes en el 

expediente no resultan suficientes para descartar razonadamente la 

presencia de efectos adversos significativos sobre el componente 

paleontológico, la nulidad genera la pérdida de los efectos 

jurídicos de la Resolución Reclamada y el «restablecimiento del 

statu quo ante» (Valdivia, José Miguel, 2018. Manual de Derecho 

Administrativo. Tirant Lo Blanch), subsistiendo, por tanto, el 

antecedente inmediatamente anterior, que es la RCA 6/2018 que 

calificó desfavorablemente la DIA del Proyecto Tronaduras. 

2) ¿Debió el SEA evaluar el impacto del Proyecto Tronaduras sobre 

el cambio climático? 

SEPTUAGÉSIMO SEXTO. La 	controversia 	jurídica 	consiste 	en 

determinar si, durante el procedimiento de evaluación ambiental del 

Proyecto Tronaduras, se consideraron, adecuadamente o no, las 

observaciones de las Reclamantes en relación con las obligaciones 

de ponderar el impacto del cambio climático en dicho procedimiento. 

SEPTUAGÉSIMO SÉPTIMO. 	Las Reclamantes basaron su reclamo en que 

ninguna de las observaciones de dos de sus representadas, referidas 

a las deficiencias de la evaluación del cambio climático en el 

procedimiento de evaluación ambiental del Proyecto Tronaduras, 

fueron debidamente consideradas. Esto, por cuanto, según señalaron, 

citando los considerandos 37.3 a 37.6 de la Resolución Reclamada, 

la respuesta entregada por el Director Ejecutivo del SEA no se hizo 

cargo de lo reclamado (fs. 19). 

Agregaron las Reclamantes, una serie de consideraciones respecto 

de las obligaciones internacionales de Chile en torno al cambio 

climático, contenidas en instrumentos internacionales ratificados 

por nuestro país en dicha materia. Dichos instrumentos formarían 

parte de las obligaciones internacionales de Chile y de su 

legislación vigente. En su argumentación, las Reclamantes 

destacaron la suscripción, en 1995, de la Convención Marco de las 

Naciones Unidas para el Cambio Climático (en adelante CMNUCC); y 

la ratificación, en 2017, del Acuerdo de París. 

Fojas 22149
veintidos mil ciento cuarenta y nueve



REPÚBLICA DE CHILE 
TERCER TRIBUNAL AMBIENTAL 

Respecto del primero, destacaron el objetivo de dicha Convención 

de estabilizar los gases de efecto invernadero y las obligaciones 

establecidas en su art. 4', sobre compromisos concretos que asumen 

las partes al respecto. En relación con el Acuerdo de París, se 

refirieron a las obligaciones establecidas para los países 

desarrollados y no desarrollados y se refirieron a la obligación 

de cada país de elaborar su Contribución Determinada a Nivel 

Nacional. Acotaron que en el caso de Chile, lo contenido en el 

instrumento respectivo no solo son metas, sino que son obligaciones 

adquiridas que deben ser atendidas, con el carácter vinculante que 

poseen, al momento de desarrollar las demás actividades 

administrativas y legales como la evaluación ambiental. 

Luego, en una serie de consideraciones destinadas a sostener la 

obligación de evaluar los impactos de un proyecto sobre el cambio 

climático, señalaron que la institucionalidad ambiental era 

responsable de proteger el medio ambiente, en el que se incluye el 

clima dentro de sus componentes. Citaron, al efecto, la definición 

de medio ambiente de la ley N° 19.300, agregando que la misma ley, 

en su art. 2°, letra a ter), contempla expresamente el cambio 

climático. Además, citaron el mensaje de la ley N° 20.417, que 

modificó la ley N° 19.300, el que se refiere a los nuevos desafíos 

a los que se enfrentará el mundo en los próximos años, entre los 

que se menciona expresamente al cambio climático. 

En razón de todo ello, para las Reclamantes no era admisible una 

respuesta que considere que la evaluación del impacto del Proyecto 

Tronaduras sobre el cambio climático «excede el alcance del 

proyecto» o «no es pertinente»; pues ello implicaría, siempre en 

concepto de las Reclamantes, un abandono de los deberes 

internacionales y legales que recaen en el SEA de evaluar los 

impactos que un proyecto tendrá sobre el medio ambiente (fs. 23 y 

24). 

En un segundo apartado, las Reclamantes se refirieron a que la falta 

de evaluación de los impactos del Proyecto Tronaduras sobre el 

clima, afectaría el principio preventivo. Para ello, hicieron 

referencia al informe del Panel Intergubernamental de Expertos 

sobre el Cambio Climático, sobre el estado del cambio climático a 

nivel mundial y a los compromisos de reducción de gases de efecto 
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invernadero y a la necesidad de mantener el aumento de la 

temperatura media mundial por debajo de los 2°C con respecto a los 

niveles preindustriales y proseguir los esfuerzos para limitar el 

aumento de la temperatura en 1,5' C. Además, citaron el mensaje de 

la ley N' 20.600. 

A continuación, insistieron en que si bien la decisión de incentivar 

o eliminar la producción de carbón pasa por una política pública, 

la evaluación de sus impactos y el establecimiento de medidas de 

mitigación, compensación o reparación es responsabilidad del 

Estado, señalando que el Proyecto Tronaduras no se hizo cargo de 

estos impactos, y que tampoco hubo evaluación de emisiones de gases 

de efecto invernadero (en adelante «GEI») (fs. 25). 

Sostuvieron que la falta de criterios expresos no justificaría esa 

omisión; que el sistema jurídico permitiría integrar y cubrir vacíos 

legales existentes; y que la institucionalidad ambiental contaba 

con guías, metodologías, normas de referencia, y estándares 

internacionales para todas aquellas variables no normadas. Citaron, 

además, los estándares de la Asociación Internacional de Evaluación 

de Impactos en su guía Climate Change in Impact Assessment, de 

acuerdo a la cual, una correcta evaluación del cambio climático 

debe identificar una serie de aspectos, tales como: si el proyecto 

aumentará o disminuirá las emisiones GEI, si será beneficiado o.  

afectado negativamente por el cambio climático, si el cambio 

climático afectará otros aspectos del medio ambiente que 

potencialmente podrían ser afectados por los impactos del proyecto, 

y si el proyecto debería plantear alternativas y medidas para 

mitigar o adaptarse al cambio climático. Con todo ello, sostuvieron 

las Reclamantes, la evaluación de los impactos del Proyecto 

Tronaduras sobre el cambio climático, mediante al menos, la 

estimación de sus emisiones GEI, es un aspecto que debe ser evaluado 

por el SETA, y que en este caso no se evaluó ni en el Proyecto Mina 

Invierno ni al incorporar las tronaduras, pese a ser un proyecto 

que opera con un combustible fósil altamente contaminante. 

Agregaron que, si bien el Proyecto Tronaduras solo se evalúa en su 

etapa extractiva, la descarga de dióxido de carbono en la atmósfera,-

asociada a la quema de carbón es uno de los principales 

contribuyentes al calentamiento global y sus efectos adversos sobre 
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la salud, por lo que la tendencia a nivel mundial es velar por 

políticas que eliminen el carbón como combustible. Sin embargo, 

señalaron, el Proyecto Mina Invierno extrae carbón sub bituminoso 

B y C, el más contaminante y de baja ley que existe, por lo que su 

impacto para el cambio climático sería significativo, y eso nunca 

se habría evaluado. 

SEPTUAGÉSIMO OCTAVO.Al informar, la Reclamada sostuvo, frente a la 

suscripción por Chile de la CMNUCC y del Acuerdo de París (fs. 3503 

y ss.), que si bien los acuerdos que estos instrumentos contienen 

son vinculantes, muchas de sus normas carecen de obligatoriedad, 

pues son normas de soft law. Para sostener aquello señaló que el 

objetivo último de la CMNUCC es lograr la estabilización de las 

concentraciones de GEI a un nivel que impida interferencias 

antropogénicas peligrosas, pero no se precisa cuál debe ser ese 

nivel ni en qué tiempo hacerlo. Agregó que la Convención utiliza 

el vocablo «debería», propio de un enunciado de soft law. 

En ese sentido, la Reclamada citó el art. 4° de la Convención, que 

establece los compromisos para las partes y que, además se refiere, 

entre otros, a los inventarios nacionales de emisiones; y a la 

formulación, aplicación, publicación y actualización de programas 

nacionales que contengan medidas orientadas a mitigar el cambio 

climático, promover la gestión sostenible, cooperar en los 

preparativos para la adaptación y el intercambio de informaciones. 

Dicho artículo agrega que todo lo señalado deberá realizarse 

teniendo en cuenta «el carácter específico de sus prioridades 

nacionales y regionales de desarrollo, de sus objetivos Y 

circunstancias». Se refirió a la letra f) del art. 4° de la 

Convención, que señala que las partes deben «tener en cuenta, en 

la medida de lo posible, las consideraciones relativas al cambio 

climático en sus políticas y medidas sociales, económicas y 

ambientales pertinentes». Sostuvo que la Convención es un 

instrumento adoptado COMO convenio marco, que establece 

obligaciones generales, crea arreglos básicos y procedimientos para 

la adopción futura de obligaciones, y que si bien ello puede ser 

cuestionable, es lo que los Estados partes decidieron. 

En adición a lo anterior, la Reclamada sostuvo que dicha explicación 

es también aplicable al Acuerdo de París, en el que la obligación 
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de cada país es fijar sus contribuciones de reducción de emisiones 

(fs. 3523), proponiendo un conjunto de medidas cuantificables para 

enfrentar el cambio climático. Señaló que estas Contribuciones 

Nacionalmente Determinadas supondrán la generación de políticas 

nacionales que hagan operativos los compromisos adquiridos por las 

partes. En el caso de Chile, el compromiso presentado hacia el 2030 

corresponde a la reducción en un 30% su intensidad de emisiones GEI 

o en un 45% —si cuenta con apoyo internacional—; manejo sustentable 

de 100.000 ha de bosque nativo y forestación de otras 100.000 ha; 

fijación de metas de adaptación y establecimiento de estrategias 

para generación de capacidades ante el cambio climático, para el 

desarrollo de transferencia tecnológica y para el financiamiento 

de acciones climáticas. Agregó que, para materializar estos 

contenidos, Chile habría desarrollado dos Planes de Acción Nacional 

de Cambio Climático, para los periodos 2008-2012 y 2017-2022 

(PANCCII). Este último establece en su Objetivo 3.3.1, la Medida 

16, la cual contempla incorporar el cambio climático en otros 

instrumentos de gestión ambiental y de gestión pública, 

estableciendo que para el año 2018 debían analizarse dichos 

instrumentos e identificar cómo deben incorporar un enfoque sobre 

cambio climático. Agregó que, solo hacia el 2021 se prevé incorporar 

un enfoque de cambio climático considerando la adaptación como la 

mitigación de instrumentos como el SETA. De esta forma, agregó, 

Chile está cumpliendo los tratados internacionales que ha suscrito 

mediante la elaboración y ejecución de las políticas necesarias 

para cumplir con sus Contribuciones Nacionalmente Determinadas. 

Por otro lado, respecto de las supuestas obligaciones de evaluar 

el cambio climático al interior del SEIA, la Reclamada señaló que 

no es efectivo que las observaciones efectuadas por las Reclamantes 

en el proceso de participación ciudadana no hayan sido debidamente 

consideradas y que la Resolución Reclamada no se haya hecho cargo. 

Indicó que esta última explica pormenorizadamente las razones 

legales en virtud de las cuales la normativa que regula la 

evaluación ambiental no obligaría a incorporar el cambio climático. 

Citó, también, la definición de cambio climático contenida en el 

art. 2°, letra a ter) LBGMA; y agregó que actualmente no existe 

normativa expresa y específica que establezca obligaciones en 

materia de cambio climático, que deban ser abordadas durante la 
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evaluación ambiental en el SEIA. Agregó que tampoco se prohíben los 

proyectos relacionados con carbón, citando al efecto los arts. 8° 

y 10 LBGMA. 

Añadió que la RCA 06/2018 (vigente en todo lo no revocado) se 

pronunció sobre los GEI en relación con el Proyecto Tronaduras, a 

propósito de las observaciones realizadas durante el proceso de 

evaluación de impacto ambiental, transcribiendo al efecto su 

considerando 11.4.45.18.1. Dicho considerando se refiere a la falta 

de obligaciones relacionadas con la mitigación de los efectos del 

cambio climático exigibles a Minera Invierno, haciendo presente que 

la actividad desarrollada por el Proyecto Tronaduras no contribuye 

en forma significativa al aumento de GEI, siendo que la introducción 

de tronaduras como método complementario generará un aumento poco 

significativo de las emisiones atmosféricas en relación con el 

Proyecto Mina Invierno. Agregó que el uso que pueda darse con 

posterioridad al mineral escapa del control y responsabilidad de 

Minera Invierno y que no es procedente que se le responsabilice 

respecto a aspectos vinculados a la matriz energética del país o a 

los usos alternativos que pueda tener el producto del proceso 

industrial, todos los cuales pueden ser objeto de regulación y 

políticas públicas, pero cuyo alcance escapa a los límites de la 

evaluación ambiental. El considerando citado señala también que las 

medidas que deban ser adoptadas e implementadas a futuro por el 

Estado de Chile, a efectos de cumplir con sus obligaciones 

internacionales vinculadas con la mitigación y adaptación al cambio 

climático, son de carácter programático y distributivo, sin que 

incidan en la regulación del SEIA ni hagan exigible tener en 

consideración esta variable en el Proyecto Tronaduras (fs. 3526 y 

3527). 

Agregó que, si bien es criticable que en el ámbito del SEIA no se 

consideren los efectos del cambio climático, nuestra realidad 

legislativa impide hacerlo, citando al efecto el art. 7° CPR, que 

obliga a cada órgano estatal a actuar dentro de su competencia; y 

los arts. 18 y 18 bis LBGMA y 19 RSEIA, que se refieren al contenido 

mínimo de las Declaraciones y Estudios de Impacto Ambiental, que 

no exigen información referida al cambio climático. Por lo tanto, 

señaló, que tanto el SEA, como la Comisión de Evaluación y el 
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Director Ejecutivo, no pudieron haber exigido evaluar el cambio 

climático del Proyecto Tronaduras sin excederse del marco de sus 

atribuciones legales. Por lo que, concluyó, no era una materia que 

deba y pueda ser abordada por la Autoridad ambiental (fs. 3527). 

SEPTUAGÉSIMO NOVENO.  Recapitulando, la controversia que debe 

resolver este Tribunal radica en determinar si durante el 

procedimiento de evaluación ambiental del Proyecto Tronaduras se 

consideraron, adecuadamente o no, las observaciones de las 

Reclamantes en relación con las obligaciones de evaluar el impacto 

en materia de cambio climático en dicho procedimiento. Para ello 

es necesario responder en qué consisten los deberes internacionales 

de Chile en materia de cambio climático y si estos compromisos 

internacionales se expresan normativamente en deberes específicos 

en el procedimiento de evaluación ambiental, que hayan sido 

incumplidos, como sostienen las Reclamantes. 

OCTOGÉSIMO. Es un hecho conocido que existe una alta 

preocupación internacional en torno a la disminución de los GEI que 

inciden en el cambio climático. No obstante lo anterior, este 

Tribunal coincide con el Director Ejecutivo del SEA en el sentido 

de que lo establecido en los instrumentos internacionales invocados 

por las Reclamantes, son compromisos de formular políticas, 

medidas, instrumentos de medición, de cooperación, entre otros, 

tendientes a 

«lograr, de conformidad con las disposiciones pertinentes 

de la Convención, la estabilización de las concentraciones 

de gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel 

que impida interferencias antropógenas peligrosas en el 

sistema climático. Ese nivel debería lograrse en un plazo 

suficiente para permitir que los ecosistemas se adapten 

naturalmente al cambio climático, asegurar que la 

producción de alimentos no se vea amenazada y permitir que 

el desarrollo económico prosiga de manera sostenible» (art. 

2° de la CMNUCC). 

Sin embargo, ello ocurre «teniendo en cuenta sus responsabilidades 

comunes pero diferenciadas y el carácter específico de sus 

prioridades nacionales y regionales de desarrollo, de sus objetivos 
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y de sus circunstancias», tal como señala el art. 4° de la CMNUCC. 

Y, así se manifiesta expresamente, en relación con los 

procedimientos de evaluación ambiental en la letra f) del N° 1 del 

art. 4° de la Convención, la que dispone que los Estados partes 

deberán, 

«Tener en cuenta, en la medida de lo posible, las 

consideraciones relativas al cambio climático en sus 

políticas y medidas sociales, económicas y ambientales 

pertinentes y emplear métodos apropiados, por ejemplo 

evaluaciones del impacto, formulados y determinados a nivel 

nacional, con miras a reducir al mínimo los efectos adversos 

en la economía, la salud pública y la calidad del medio 

ambiente, de los proyectos o medidas emprendidos por las 

Partes para mitigar el cambio climático o adaptarse a él». 

OCTOGÉSIMO PRIMERO.  De las normas internacionales transcritas, se 

aprecia que no existen obligaciones o deberes específicos que sean 

directamente exigibles en el ámbito del procedimiento de evaluación 

ambiental nacional, pues la obligación que establecen dichos 

instrumentos es la adopción de políticas públicas expresadas en 

medidas legislativas o reglamentarias que consideren el cambio 

climático y la disminución de los GEI. 

Más aún, en su calidad de país en vías de desarrollo, a Chile no 

le afectan compromisos de reducción de emisiones, sino de elaborar 

periódicamente su Comunicación Nacional, la que debe contener un 

inventario de emisiones de GEI, información sobre vulnerabilidad, 

impacto, opciones de adaptación y alternativas de mitigación al 

cambio climático. 

Ello evidencia que, mientras no sean dictadas las respectivas normas 

internas, los órganos involucrados en el procedimiento de 

evaluación ambiental no podrían exigir a un titular de proyecto la 

evaluación de impactos en el cambio climático, sin ir más allá de 

sus competencias reconocidas normativamente. 

OCTOGÉSIMO SEGUNDO.  Cuestión diversa resulta ser la discusión sobre 

las obligaciones que el Derecho Internacional Ambiental supone para 

nuestro país. 
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Esta disciplina se ha construido a partir de una multiplicidad de 

tratados internacionales y, en mayor medida, sobre la base de lo 

que se conoce como soft law (Birne, P. y Boyle, A. 2002, 

Internatíonal Law & the Environment, segunda edición, Oxford: 

Oxford University Press). 

El soft law, aun cuando no se ajuste al art. 38(1) del Estatuto de 

la Corte Internacional de Justicia, posee diversos grados de 

autoridad, puesto que sus normas son, 

«(...) cuidadosamente negociadas, y usualmente son 

declaraciones cuidadosamente redactadas, en muchos casos 

intencionadas para tener alguna significancia normativa a 

pesar de no ser obligatorias (...) Hay al menos un elemento 

de compromiso de buena fe, una expectativa que se cumplirá 

si es posible, y en muchos casos, un deseo de influenciar 

el desarrollo de la práctica nacional y un elemento de 

intención legislativa y desarrollo progresivo» (Ibid. p. 

25). 

Así, si bien estos sentenciadores coinciden con el Director 

Ejecutivo del SEA que las normas del soft law no son obligatorias, 

consideran que estas sí constituyen 

«(...) prueba de doctrina, o proveen de guía autorizada en 

la interpretación o aplicación de un tratado, o sirven como 

estándares acordados para la implementación de provisiones 

generales de los tratados o reglas de la costumbre» (Ibid.). 

Con todo, en este caso, la discusión sobre la aplicación del Derecho 

Internacional del Medio Ambiente es una cuestión que se refiere a 

la responsabilidad de los Estados, la que no debe ser trasladada 

hacia los administrados. 

OCTOGÉSIMO TERCERO. A mayor abundamiento, de la lectura de la 

Resolución Reclamada se aprecia que no es efectiva la alegación de 

las Reclamantes en relación con que sus observaciones sobre cambio 

climático no habrían sido consideradas. 

Lo anterior, debido a que el considerando 37 de la Resolución 

Reclamada se refiere extensamente a este aspecto. De esta forma, 
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señala en su numeral 2 lo siguiente: 

«Que el artículo 2, letra a ter), de la ley N° 19.300 define 

el concepto de cambio climático como un cambio de clima 

atribuido directa o indirectamente a la actividad humana 

que altera la composición de la atmósfera mundial y que se 

suma a la variabilidad natural del clima observada durante 

tiempos comparables. En consonancia con este 

reconocimiento, la citada ley N° 19.300 entrega al 

Ministerio del Medio Ambiente la función de proponer 

políticas y formular planes, programas y planes de acción 

al respecto. No obstante, actualmente, no existe normativa 

expresa y específica que establezca obligaciones en materia 

de cambio climático, que deban ser abordadas durante la 

evaluación ambiental en el SEIA, sin perjuicio de la 

evaluación de los impactos ambientales en términos 

generales, conforme a la ley N° 19.300 y el RSEIA». 

OCTOGÉSIMO CUARTO. Lo señalado se encuentra en armonía con lo 

analizado por este Tribunal en el sentido de que actualmente no 

existe obligación legal ni reglamentaria de evaluar los impactos 

sobre el cambio climático en el procedimiento de evaluación de 

impacto ambiental. Por lo ya señalado, la alegación de las 

Reclamantes sobre este punto será descartada. 

3) ¿Hubo una evaluación íntegra del Proyecto Tronaduras en 

relación con el componente hidrogeológico? 

OCTOGÉSIMO QUINTO. La controversia jurídica a resolver en este 

punto consiste en determinar si durante el procedimiento de 

evaluación ambiental del Proyecto Tronaduras se consideraron, 

adecuadamente o no, las observaciones de las Reclamantes en relación 

con (a) la falta de evaluación íntegra del proyecto en infracción 

al art. 11 ter LBGMA y (b) el principio preventivo. En particular, 

resulta necesario resolver si el Proyecto Tronaduras genera 

impactos adicionales al originalmente evaluado en el Proyecto Mina 

Invierno respecto del componente hidrogeológico, y si existen 
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medidas de mitigación adecuadas respecto del mismo. 

OCTOGÉSIMO SEXTO. 	En relación con este punto, las Reclamantes 

hicieron referencia a las observaciones presentadas por una de ellas 

respecto de los impactos que generarían las tronaduras en relación 

con: el flujo de las aguas subterráneas y subsuperficiales, la 

destrucción de los pozos de control hidrogeológico por el avance 

del rajo, y la inexistencia de una medida de mitigación adecuada 

de este impacto. 

Agregaron las Reclamantes que, ante las respuestas dadas por el SEA 

a sus observaciones, presentaron un recurso administrativo en 

contra de la RCA 6/2018. En dicho recurso argumentaron que el 

tratamiento idéntico que la Administración otorgó al impacto del 

Proyecto Mina Invierno y al del Proyecto Tronaduras configuraba, 

en realidad, un impacto acumulativo y, que como tal, no fue evaluado 

correctamente. Agregaron que, en consecuencia, dicho impacto 

tampoco tendría una medida adecuada para mitigarlo. 

Agregaron las Reclamantes que, al resolver dicho recurso 

administrativo, la Dirección Ejecutiva del SEA habría señalado que 

el flujo de aguas subterráneas y subsuperficiales que se extraigan 

producto del Proyecto Tronaduras, no importaría una modificación a 

la estructura geológica del rajo. De esta forma, no se generaría 

una variación en estos componentes respecto del método de extracción 

mecánica. Además, la Dirección Ejecutiva habría señalado que dichos 

flujos caerán hacia el centro del rajo donde serán tratados por los 

mismos medios contemplados en la RCA 25/2011; y que, por lo tanto, 

no se producen los efectos, características o circunstancias del 

art. 11 LBGMA. 

OCTOGÉSIMO SÉPTIMO.  Ante 	este 	Tribunal, 	las 	Reclamantes 

presentaron dos alegaciones principales sobre este punto. En primer 

término, alegaron que la Resolución Reclamada no consideró 

adecuadamente los impactos acumulativos sobre el componente agua. 

En segundo término, señalaron que la medida del proyecto original 

no se encuentra operativa para mitigar el impacto actual del 

Proyecto Tronaduras. 

OCTOGÉSIMO OCTAVO.  En relación con la no consideración de los 
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impactos acumulativos, las Reclamantes señalaron, en lo medular, 

que el objetivo de las tronaduras era avanzar en el rajo más rápido 

que con la extracción mecánica. Lo anterior, implicaría que los 

impactos de ambos proyectos serían distintos, pues el segundo 

(Proyecto Tronaduras) tiene como consecuencia el aumento de la 

velocidad para explotar el rajo «más amplia y profundamente de lo 

que podía hacerse con el método original» (fs. 34). De esta forma, 

si bien la cantidad de agua proyectada para fluir desde el rajo 

podría ser la misma, el impacto cambia en magnitud por suceder en 

menor tiempo, lo que afectaría la calidad de este componente. Y, 

por tanto, como consecuencia de lo anterior, Minera Invierno debió 

acreditar que la modificación del Proyecto Mina Invierno no generaba 

o presentaba efectos adversos significativos sobre la calidad de 

este componente, lo que no realizó. 

OCTOGÉSIMO NOVENO.  En relación con el segundo aspecto, las 

Reclamantes alegaron que podría ocurrir que el Proyecto Tronaduras 

comience a ejecutarse sin medida de mitigación alguna respecto de 

los impactos señalados. Esto, debido a que el Director Ejecutivo 

del SEA, al descartar el estudio de impacto acumulativo del 

componente hidrogeológico, señaló que éste estaría cubierto por una 

medida de mitigación establecida en la RCA 25/2011 y por el Programa 

de Cumplimiento aprobado por la SMA en relación con el 

incumplimiento de esa medida. Sin embargo, alegan las Reclamantes, 

el Proyecto Tronaduras podría producir impactos sin contar con la 

medida de mitigación por 5 años, atendido lo establecido en el 

Programa de Cumplimiento y la extensión en el tiempo de las 

evaluaciones de impacto ambiental. 

NONAGÉSIMO. 	Al informar sobre esta alegación (fs. 2528) el 

Director Ejecutivo del SEA señaló lo siguiente: (i) que el Proyecto 

Tronaduras no generaba efectos significativos en relación con el 

componente agua; (ii) que se realizó una evaluación correcta de 

posibles impactos acumulativos; (iii) que no se habían vulnerado 

ni el principio preventivo ni el principio precautorio. 

NONAGÉSIMO PRIMERO.  En relación al primer aspecto, el Director 

Ejecutivo del SEA argumentó que el Proyecto Tronaduras no generaría 

efectos significativos al componente agua, según la información 

geológica, hidrogeológica y geotécnica aportada durante la 
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evaluación ambiental. 

En ese sentido, sostuvo que en el Considerando 34.2.2.2 de la 

Resolución Reclamada se indicó que, dado que las partes, obras y 

acciones se encuentran circunscritas dentro de la superficie del 

Proyecto Mina Invierno, ya aprobado ambientalmente por EIA, el 

Proyecto Tronaduras no modificaría la configuración de la 

explotación del rajo ni sus características mecánicas o físico-

químicas. Lo anterior, estaría descrito en la línea de base del 

Estudio Ambiental del Proyecto Mina Invierno, donde se caracterizó 

la geología e hidrogeología del área de influencia y la litología 

específica del yacimiento. Además, el Director Ejecutivo del SEA 

señaló que en el considerando 34.2.2.3 de la Resolución Reclamada 

se explicó que las tronaduras serán de baja carga y que producirán 

un prefracturamiento en el entorno inmediato donde se aplica el 

explosivo. Por lo tanto, agregó, en dichas circunstancias y 

considerando que los efectos de las tronaduras son localizados y 

se encuentran dentro de los límites del rajo, no se espera una 

modificación de las condiciones geológicas e hidrogeológicas que 

puedan generar efectos significativos. 

NONAGÉSIMO SEGUNDO. Agregó la Reclamada que, en el Oficio N°  

158/2018, de 25 de abril de 2018, de la DGA, que consta a fs. 16549, 

se indicó lo siguiente: 

1. Que el Proyecto Tronaduras no modificaba el componente 

ambiental hidrogeología, tal como se presentó en el Estudio de 

Impacto Ambiental del Proyecto Mina Invierno. 

2. Que se recomendaba la supervisión permanente de los pozos para 

evitar cualquier afectación estructural, lo que sería un 

aspecto de riesgo, pero no un impacto ambiental; y 

3. Que la posible afectación de las piscinas decantadoras por 

material particulado sedimentable sería un aspecto que estaba 

—y aún lo está— sometido a un programa de cumplimiento de la 

SMA, sin perjuicio de lo cual sugirió incorporar un plan de 

contingencia para el caso que las piscinas no se comporten según 

lo esperado. 

Por tanto, según la Reclamada, dado que el Proyecto Tronaduras no 
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generaba efectos, no pueden estos efectos inexistentes sumarse a 

los del Proyecto Mina Invierno, por lo que no habrían impactos 

acumulativos. 

Añadió la Reclamada, que las observaciones de la PAC se refirieron 

a (i) una eventual fractura del suelo que podía ocasionar un cambio 

en el flujo de las aguas subterráneas y subsuperficiales; (ii) el 

hecho de haberse destruido los pozos de control hidrogeológico 

producto del avance del rajo; y (iii) la inexistencia de una medida 

de mitigación adecuada de dicho impacto, sometida a programa de 

cumplimiento. 

La Reclamada destacó que la RCA 6/2018, en su considerando 

11.4.32.24.1, evaluó que no había efectos nuevos, sino que se iban 

a producir los mismos efectos del Proyecto Mina Invierno, siendo 

la única diferencia el mecanismo utilizado para producirlos. Agregó 

que las tronaduras no modificarán las condiciones hidrogeológicas 

generadoras de efectos significativos, estimándose que las aguas 

subterráneas y subsuperficiales que se presentan en las paredes del 

rajo seguirán fluyendo hacia el fondo de la mina y que no hay 

cambios en la configuración de la explotación del rajo ni sus 

características mecánicas o físico-químicas. Por lo tanto, los 

materiales a extraer mediante el método de tronadura, en cuanto a 

su calidad geoquímica y a su volumen, eran los mismos que se 

plantearon en el Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto Mina 

Invierno. Agregó que la incorporación del método de tronaduras, no 

iba a generar cambios en la calidad ni cantidad de las aguas 

subterráneas, por eso se mantenían las medidas de mitigación del 

citado proyecto. El Tribunal observa que, pese a lo señalado 

anteriormente, la Reclamada no se hace cargo de la alegación 

relativa a la afectación del componente hidrogeológico debido al 

menor tiempo en que ocurrirá el alumbramiento de las aguas producto 

del prefracturamiento con tronaduras. 

NONAGÉSIMO TERCERO.  Respecto de la suficiencia de medidas de 

mitigación del Proyecto Mina Invierno y del programa de cumplimiento 

de la SMA, el Director Ejecutivo del SEA reafirmó que el Proyecto 

Tronaduras no generaba nuevos efectos adversos significativos. Por 

lo tanto, según él no procederían a su respecto la adopción de 

medidas de mitigación. 
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NONAGÉSIMO CUARTO. En relación con las medidas de mitigación, el 

Director Ejecutivo del SEA señaló que al estar éstas contempladas 

en el Programa de Cumplimiento presentado por el titular, sería una 

materia que no debe ser discutida en autos, pues dice relación con 

la RCA N° 25/2011 que aprobó el Proyecto Mina Invierno y el programa 

de cumplimiento, los cuales no habrían sido impugnados en autos. 

NONAGÉSIMO QUINTO. Por último, el Director Ejecutivo del SEA 

sostuvo que, determinada la inexistencia de impactos 

significativos, no se vulneraría el principio preventivo ni el 

principio precautorio. 

NONAGÉSIMO SEXTO. 	Sobre este asunto, Minera Invierno expuso que 

los impactos acumulativos sobre el componente agua fueron 

correctamente abordados al responder las observaciones ciudadanas 

en el anexo N°  11 de la Adenda de agosto de 2017. 

En dicho documento se señaló que el Proyecto Tronaduras «no 

contempla un aumento de producción respecto de lo autorizado en la 

RCA N°25/2011» (fs. 10563, Respuesta 5.2) ni «[...] Tampoco este 

proyecto modifica la superficie ambientalmente evaluada y aprobada, 

ni la cantidad de material a extraer» (fs. 10534, Respuesta 4.1). 

Lo anterior, según Minera Invierno, habría sido refrendado por la 

DGA, que indicó que «[...] se descarta razonablemente que las 

tronaduras puedan provocar impactos significativos sobre el 

acuífero y la calidad de aguas subterráneas» y que «[...]ya sea en 

la situación 'sin proyecto' o 'con proyecto', va a requerir conducir 

las aguas subterráneas alumbradas hacia el fondo del pit (Anexo 11 

de la Adenda), manteniéndose con ello la validez del modelo 

hidrogeológico y del Plan de Manejo de Aguas aprobado mediante la 

RCA N°025/2011.(...)» (fs. 16550, ORD 158/2018). 

Respecto a esta materia, Minera Invierno destacó que el considerando 

11.4.32.11.1 de la Resolución Reclamada indicó que el Proyecto 

Tronaduras no cambiaba la configuración de la explotación del rajo 

ni sus características mecánicas o físico-químicas. Por lo tanto, 

los materiales a extraer mediante el método de tronadura, en cuanto 

a su calidad geoquímica y a su volumen, eran los mismos que se 

plantearon en el EIA del Proyecto Mina Invierno. 
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Agregó que, en causa rol N°  1097-2013, la Excma. Corte Suprema 

resolvió que puede calificarse de manera independiente el Proyecto 

Mina Invierno y su modificación, siempre y cuando se tenga en 

consideración el impacto total que la suma de ambos pueda generar 

al medio ambiente. 

Además, con relación a los impactos acumulativos sobre el componente 

hidrogeológico, Minera Invierno sostuvo que no corresponde discutir 

materias que competen y fueron resueltas por un Programa de 

Cumplimiento, acto que inclusive fue reclamado en los autos rol N°  

R-58-2017 de este Tribunal. Dicha reclamación fue rechazada por 

extemporánea y su sentencia fue confirmada por la Excma. Corte 

Suprema en los autos rol N°  3572-2018. 

NONAGÉSIMO SÉPTIMO.  La primera afirmación de las Reclamantes, es 

que el Proyecto Tronaduras aumentará la velocidad para explotar el 

rajo más amplia y profundamente de lo que podía hacerse con el 

método original. De esta forma, la cantidad de agua proyectada para 

fluir desde el rajo podría ser la misma, pero el impacto cambiaría 

en magnitud por suceder en menos tiempo, afectando la calidad de 

este componente. 

Dicha afirmación fue parcialmente discutida por el Director 

Ejecutivo del SEA, quien sostuvo que en el Considerando 34.2.2.2 

de la Resolución Reclamada se indicó que, dado que las partes, obras 

y acciones se encontraban circunscritas dentro de la superficie del 

Proyecto Mina Invierno, ya aprobado ambientalmente por EIA, el 

Proyecto Tronaduras no modificaría la configuración de la 

explotación del rajo ni sus características mecánicas o físico-

químicas. Luego, en sede jurisdiccional, Minera Invierno rebatió 

la hipótesis de las Reclamantes de forma similar a la Reclamada. 

NONAGÉSIMO OCTAVO.  Concretamente, la hipótesis de las Reclamantes 

implica que al modificar el método de extracción de estériles, se 

modificará también el régimen de caudales de afloramiento y 

alumbramiento, y que este efecto adicional no fue evaluado 

adecuadamente. Sin embargo, las respuestas ofrecidas tanto en la 

evaluación como en sede recursiva, discurren en torno a la falta 

de entidad del Proyecto Tronaduras para alterar tres factores: la 

hidrogeología del sector, la superficie del rajo y la cantidad total 
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de material a extraer, sin concentrarse en la inquietud formulada 

en el proceso de participación ciudadana y reiterado tanto en sede 

administrativa como en sede jurisdiccional; y sin profundizar 

respecto a los efectos que podrían producirse —o no— en el 

componente hídrico, con la fracturación mediante el uso de 

tronaduras. 

NONAGÉSIMO NOVENO. Debido a lo anterior, estos sentenciadores 

concluyen que no hubo una adecuada consideración de la observación 

ciudadana, debido a que la respuesta ofrecida no se hace cargo de 

fundamentar por qué no se producirían efectos adicionales en el 

componente hídrico al momento de efectuarse las tronaduras, sino 

que puntualiza qué aspectos no van a modificarse por el cambio de 

método. Dicho lo anterior, es necesario determinar si esta 

insuficiencia en la forma de abordar la observación ciudadana es 

un vicio que amerite la anulación del acto reclamado, por lo que 

el Tribunal pasará a analizar si, con la información obrante en el 

expediente, es posible determinar si el Proyecto Tronaduras 

generará nuevos efectos sobre el componente hídrico. 

CENTÉSIMO.Tras el examen del expediente, el Tribunal no detectó 

información sobre la hidrología e hidrogeología del sector, ni 

tampoco sobre las obras hidráulicas de la mina, ya que, tal como 

señaló la Reclamada, este aspecto se abordó en el EIA del Proyecto 

Mina Invierno. 

Para lograr dilucidar si habrán nuevos impactos en el componente 

hídrico requiere examinar lo que ocurriría con la escorrentía 

superficial y subsuperficial al ejecutar las tronaduras. En ambos 

casos, tal como señaló en su oportunidad Minera Invierno y luego 

el SEA, la incorporación de tronaduras no produce alteraciones en 

el componente hídrico propiamente tal, ya que no modifica en nada 

lo ya diagnosticado en la línea base del componente durante el EIA; 

sin embargo es necesario comprender cómo el diseño de las obras 

hidráulicas de la mina son suficientes para conducir, contener y 

tratar las aguas superficiales y subsuperficiales que comenzarán a 

escurrir de forma diferente tras la fracturación de la roca mediante 

las tronaduras. 

Para dicho análisis, es relevante tener presente que el Proyecto 
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Tronaduras se desarrollará en la misma cantidad de tiempo, pues 

dicho proyecto no cambia la vida útil de la mina (fs. 3587), no 

modifica su plan de avance ya aprobado (fs. 3610) ni altera el 

régimen de operación interno para la extracción mecanizada (fs. 

8809). También se debe considerar que las obras hidráulicas del 

proyecto están diseñadas para que el drenaje de las aguas desde el 

interior de la mina se realice por bombeo desde la zona más baja 

en el fondo del rajo, y que tanto las aguas acumuladas en el fondo 

del rajo como las obras de impulsión van variando en su posición y 

configuración junto con el avance y profundización de la mina (fs. 

18716). Adicionalmente, consta en el numeral 4.2.3.1.8 de la RCA 

25/2011, que el sistema de manejo de aguas incluye canales de 

desvío, canales de intercepción, canales operacionales, sistema de 

bombeo para la evacuación de aguas en el fondo del rajo y piscinas 

de decantación en forma previa a la descarga al chorrillo Invierno 

2, y que la construcción de las obras será paulatina y dependiente 

del avance de las obras mineras. 

De esta forma, todas las premisas expuestas, a saber: (i) el 

Proyecto Tronaduras no modificará el plan de avance de la mina, 

previamente aprobado en el EIA; (ii) las obras de conducción de 

agua al interior de la mina responde al avance de las obras mineras; 

y (iii) las aguas de la mina serán conducidas al fondo del rajo y 

de allí serán bombeadas hasta las piscinas decantadoras en forma 

previa a su descarga, permiten inferir que, aunque por efecto de 

la tronadura aumente el escurrimiento de agua hacia las obras de 

conducción, éstas estarán diseñadas para que el agua se desplace 

hacia el fondo del rajo, donde se produciría su confinamiento. 

Debido a ello, resulta improbable que las aguas allí almacenadas 

puedan producir algún impacto adicional. 

CENTÉSIMO PRIMERO.  A mayor abundamiento, cabe considerar también 

que el manejo del agua al interior de las minas a rajo abierto es 

un elemento relevante de la producción minera, dados los elevados 

costos que se desprenden de su inadecuada implementación (Silwamba, 

C. 2015. «Open Pit Water Control Safety: A Case of Nchanga Open Pit 

Mine, Zambia». International Journal of Scientific & Technology 

Research, Vol. 4, Issue 08, pp. 101; Bringemeier, D. 2012. Inrush 

and Mine Inundation - A real threat to Australian coal mines? Golder 
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Associates, pp 1). De esta forma, la probabilidad de que Minera 

Invierno no aborde la materia en forma adecuada durante el avance 

de la mina es baja, dada la posibilidad de poner en riesgo la vida 

de sus trabajadores y de afectar negativamente la rentabilidad de 

su actividad económica. 

CENTÉSIMO SEGUNDO.  Por todo lo razonado precedentemente y no 

habiéndose detectado impactos adicionales a los originalmente 

evaluados, estos sentenciadores concluyen que no se dan los 

supuestos para la aplicación del art. 11 ter LBGMA, ni del principio 

preventivo, en cuanto no puede afirmarse que existan impactos 

acumulativos. Por tanto, se rechazará esta alegación de las 

Reclamantes. 

CENTÉSIMO TERCERO.  La segunda afirmación de las Reclamantes es que 

el impacto acumulativo no sería mitigado. Esto, debido a que las 

medidas de mitigación del Proyecto Mina Invierno no estarían 

implementadas y, porque el Programa de Cumplimiento aprobado por 

la SMA tendría un calendario que difiere de la ejecución de las 

medidas. Sin embargo, tal cuestión es irrelevante, pues se ha 

verificado que, con un adecuado funcionamiento del proyecto minero, 

no existirían impactos del Proyecto Tronaduras que se acumulen a 

los que ya se reconocieron en el Proyecto Mina Invierno, por lo que 

también se desechará esta alegación. 

4) ¿Se subestimaron las emisiones de ruido del Proyecto 

Tronaduras? 

CENTÉSIMO CUARTO. 	La controversia jurídica a resolver consiste 

en determinar si durante el procedimiento de evaluación ambiental 

del Proyecto Tronaduras se consideraron, adecuadamente o no, las 

observaciones de las Reclamantes en relación con las estimaciones 

de las emisiones de ruido y su potencial afectación a la salud 

humana, a la fauna terrestre, a los sistemas de vida, a la actividad 

ganadera tradicional; así como a la falta de estudios del ruido e 

infrasonido sobre la fauna marina protegida del sector. 
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CENTÉSIMO QUINTO. 	En este aspecto, las Reclamantes sostuvieron 

que la modelación acústica del Proyecto Tronaduras contiene errores 

metodológicos graves, los que, básicamente, consistirán en que: 

1. No se habría representado, comprobadamente, el menor valor de 

ruido de fondo. Por ello, los datos obtenidos no representan 

necesariamente la condición más desfavorable y, por tanto, los 

niveles máximos permisibles serían cuestionables; 

2. Los datos utilizados para medir la velocidad del viento serían 

cuestionables. Esto, debido a que se basaría en un promedio de 

velocidad anual de 6,2 m/s, sin considerar diferencias de hasta 

20 decibeles (en adelante «dB») que pueden ser detectadas por 

velocidades de viento superiores a 5 m/s; 

3. El modelo de cálculo CONCAWE para la propagación sonora no sería 

recomendable, de acuerdo a la literatura técnica, en cuanto a 

las características de los ruidos impulsivos de baja frecuencia 

como las explosiones o tronaduras mineras. Lo anterior, ya que, 

además de la propagación de las ondas sonoras por el aire, 

añadiría una componente de acoplamiento aire-tierra, la que 

conduciría a la necesidad de contar con estudios más acabados. 

Agregaron, como un segundo defecto reclamado, que la información 

en el proceso de evaluación ambiental no permite descartar efectos 

del ruido sobre la fauna. En ese sentido, señalaron que, para 

evaluar los posibles impactos en la fauna terrestre, Minera Invierno 

utilizó el informe Effects of Noise on Wildlife and Other Animals, 

de 1971, recomendado por el SAG en su Guía de Evaluación Ambiental: 

Componente Fauna Silvestre, de 2012 (en adelante «Guía SAG»). Dicho 

informe establece parámetros generales, pero no sería un texto 

normativo, sino que un texto privado. Esto habría sido advertido 

por el SEREMI de Medio Ambiente en los Ords N° 150/2016 y N° 

196/2016. Lo anterior, habría motivado a la misma entidad —mediante 

Ord. N° 249/2017— a solicitar complementar la evaluación ambiental 

del efecto del ruido respecto de la fauna terrestre. Lo anterior, 

habría sido contestado por Minera Invierno en una Adenda, señalando 

que esas necesidades de información serían incorporadas a los 

monitoreos del plan de seguimiento, es decir, se dejarían para la 

etapa de ejecución del Proyecto Tronaduras. Las Reclamantes 
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agregaron que lo anterior se aleja del enfoque precautorio, al no 

haber certeza científica respecto de la relación entre la frecuencia 

de los ruidos y la respuesta de la fauna silvestre. 

Algo similar, sostuvieron las Reclamantes, ocurriría con la fauna 

marina. Al respecto, y pese a que no estaría suficientemente 

estudiada la relación entre ruido, vibración e impacto en el medio 

marino en la ciencia, la Dirección Ejecutiva del SEA habría 

elaborado un criterio obtenido desde meras declaraciones de Minera 

Invierno, para concluir que no había necesidad de estudiar el 

impacto del ruido sobre el medio marino. Dicha opinión no tendría 

sustento en información técnica. Agregaron que solo se ponderó 

teóricamente el impacto de la onda acústica entre aire/agua, sin 

considerar la suma de los impactos. Añadieron, además, que tampoco 

se evaluó la situación de ruido del fondo submarino preexistente 

ni vibraciones preexistentes en subsuelo marino, lo que sería 

fundamental para el monitoreo durante la ejecución del Proyecto 

Tronaduras. 

Señalaron las Reclamantes, que el Proyecto Tronaduras se basaba en 

la línea de base del Proyecto Mina Invierno, elaborada con 

información del año 2014, no obstante que las variaciones del clima 

han modificado la fauna que llega a Isla Riesco. Dicha variación 

del clima ha permitido la incorporación de nuevas especies, por lo 

que habrían solicitado la realización de una «evaluación de posibles 

sectores en que podría estar presente el Canquén colorado y que 

estén en el área de influencia de los efectos de las tronaduras» 

(fs. 41), respecto de lo que no hubo respuesta alguna de la 

Autoridad, según las Reclamantes. 

Finalmente, señalaron que tampoco habría sido considerada la 

presencia de artrópodos, mencionando la presencia del abejorro 

Bombus dahlbomii en el área de la mina, que en el año 2016 fue 

incluido en el listado de especies en peligro por la Unión 

Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN). 

Respecto de dicha especie, no existiría información en la evaluación 

ambiental, por lo que no sería posible descartar los posibles 

impactos que sobre ella generen las tronaduras. 

CENTÉSIMO SEXTO. 	Frente a lo anterior, el Director Ejecutivo del 
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SEA señaló que la alegación de las Reclamantes era infundada, que 

carecía de justificación técnica, y que lo indicado por el SEA, 

sobre la base del expediente de evaluación ambiental, responde a 

una decisión debidamente motivada (fs. 3536 a fs. 3538). Es así 

como en su informe de fs. 3503 y ss., sostuvo que los antecedentes 

presentados durante la evaluación ambiental respecto de los efectos 

del ruido sobre la salud de la población, se efectuaron considerando 

las normativas indicadas por la Autoridad competente de acuerdo a 

la legislación vigente. Agregó que la evaluación de esos efectos 

consideró como principales fuentes de emisión las señaladas en los 

capítulos 2.2.1.41 y 2.2.1.4.2 de la DIA, para las fases de 

construcción y operación, respectivamente. Agregó que para las 

fuentes fijas se utilizó el DS N° 38/2011 del MMA y para las fuentes 

móviles asociadas al transporte se utilizaron los valores de 

referencia del Reglamento de la Confederación Suiza OPB 814.41, 

sobre protección contra el ruido. Agregó que, sobre la base de los 

resultados obtenidos se descartó que el ruido que iba a generar el 

Proyecto Tronaduras fuese a presentar riesgo para la salud de la 

población. En el caso del ruido por el transporte, indicó que debido 

al bajo incremento del flujo vehicular, las emisiones acústicas son 

prácticamente imperceptibles, todo lo que habría sido confirmado 

por la Subsecretaría de Salud Pública, mediante Ord. N° B.32/N° 

2514/2018, en el que se señala que no existiría riesgo para la salud 

de la población y no serían aplicables los PAS de los arts. 139, 

142 y 144 del RSEIA. 

En relación con los cuestionamientos metodológicos alegados por las 

Reclamantes, el Director Ejecutivo del SEA señaló que estos se 

habrían abordado debidamente en la RCA N° 6/2016. Esto, fundado en 

los siguientes argumentos. 

En primer término, en cuanto a los datos del ruido de fondo, el 

Director Ejecutivo del SEA señaló que este se analizó con relación 

al posible efecto del literal c) del art. 11 LBGMA, sin perjuicio 

de considerar la normativa sobre ruido para descartar riesgo a la 

salud de la población. Luego, señaló que el considerando 5° de la 

DIA precisaba que, ya sea en el criterio EPA, al que se refiere la 

Guía SAG de 2016, o el criterio FRA, para tronaduras, no se 

consideraba metodológicamente que debía tomarse en cuenta la 
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diferencia entre los niveles de emisión de una actividad específica 

y el nivel de ruido de fondo presente en el receptor. Agregó, 

citando al considerando referido, que la evaluación se ha realizado 

sobre la base de mapas de propagación de ruido elaborados con apego 

a la metodología y a los descriptores acústicos y umbrales que 

establecen dichos criterios validados por la Autoridad. Continuó 

citando el Anexo 5 de la DIA, indicando que el análisis acústico 

tuvo como objetivo evaluar y determinar el cumplimiento sobre la 

base del umbral de 85 dBZ (fs. 3649 y fs. 3708), según el criterio 

EPA, recomendado por el SAG, con el fin de descartar efectos 

adversos sobre la fauna. Señaló que esto fue complementado con la 

metodología FRA (Anexo 2, de la Adenda 1) y que, como resultado de 

ello, se determinó el cumplimiento de los umbrales de referencia 

en función de mapas de propagación sonora, relacionando todos los 

sectores alrededor del rajo, con sus niveles esperados, 

considerando la totalidad de escenarios y supuestos desfavorables 

desde el punto de vista ambiental. Citó al efecto el considerando 

11.4.3.7.1 de la RCA 6/2018, en el que se daría cuenta de la 

aplicación de una metodología más exigente que la Guía SAG, que 

permitiría demostrar el cumplimiento de los estándares de ruido. 

En segundo lugar, en relación con los cuestionamientos referidos a 

los datos utilizados sobre velocidad del viento, el Director 

Ejecutivo del SEA citó el considerando 11.4.32.37.1 de la RCA 

6/2018. En dicho considerando se habría considerado, para la 

evaluación acústica, velocidades de viento superiores a 7 m/s. 

Agregó que las modelaciones consideraron la mayor velocidad de 

viento para la dirección predominante y que la velocidad se midió 

a la altura del micrófono, evitando rachas de viento. De esta forma 

se consideró la condición más desfavorable desde el punto de vista 

ambiental, para así obtener el menor ruido de fondo posible en cada 

sector, con velocidades bajas, muy bajas o nulas. 

Finalmente, en cuanto a la objeción relacionada con la utilización 

del modelo CONCAWE para la propagación sonora, citó nuevamente el 

considerando 11.4.32.37.1 de la RCA 6/2018, el que señala que se 

utilizó la categoría más favorable a la propagación del ruido. 

Agregó el Director Ejecutivo del SEA que el algoritmo utilizado es 

el aplicado habitualmente en este tipo de análisis en el SEIA. 
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Señaló que el modelo CONCAWE permite utilizar velocidades mayores. 

Por lo anterior, para modelar no se utilizó la velocidad de 7 m/s, 

sino que la máxima velocidad del vector velocidad del viento para 

cada estación, fluctuante entre 15,7 m/s y 18,7 m/s. Agregó que los 

tres modelos utilizados en la actualidad fueron validados mediante 

mediciones in situ y que los algoritmos de los tres métodos permiten 

efectuar cálculos para distintas condiciones de viento, pudiendo 

utilizar como variable de entrada, tanto en el método Nord200 o en 

el CONCAWE, velocidades superiores a 7 m/s, sin limitantes. Agregó 

que dichas metodologías se utilizan frecuentemente en análisis 

acústicos y que en el Proyecto Tronaduras, donde se indica la 

representación de velocidades de viento críticas, el método CONCAWE 

es el procedimiento disponible más idóneo y más conservador desde 

el punto de vista ambiental para evaluación acústica. 

CENTÉSIMO SÉPTIMO.  Respecto del impacto del ruido sobre la salud 

de las personas, consta de fs. 5666 a fs. 5670, en el Anexo 2, 

emitido en respuesta a ICSARA N° 1, que se efectuó modelación de 

ruido para receptores humanos para las diferentes estaciones del 

año. De esta forma se demuestra que no se excedería el límite 

establecido por el DS N° 38/2011 del MMA. Esto se complementa con 

la documentación obrante desde fs. 9224 a fs. 9227, en la que 

constan los mapas de propagación sonora, al momento del informe, 

considerando también las diversas estaciones del año. Asimismo, lo 

anterior se complementa con los respectivos mapas de propagación 

sonora para la fase de construcción, rolantes de fs. 9233 a fs. 

9237; para la de perforación, de fs. 9242 a fs. 9277; y para la de 

tronaduras, de fs. 9309 a fs. 9344. En todos estos casos, se 

consideraron las diversas estaciones del año. 

CENTÉSIMO OCTAVO. 	Con relación al impacto del ruido de tronadura 

en receptores de fauna, a fs. 5779 y ss., se exponen los resultados 

de la modelación de ruido para fauna, considerando diversos 

escenarios y estaciones del año. Esto se complementa con el 

modelamiento de la situación de ruido al momento del estudio, 

obrante de fs. 9229 a fs. 9232; para la fase de construcción de fs. 

9238 a fs. 9241; y para la de perforación, de fs. 9278 a fs. 9308. 

Los resultados de lo anterior son coherentes con la alegación del 

Director Ejecutivo del SEA, la cual se hace cargo de la reclamación 
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consistente en la supuesta falta de información (desde fs. 3538 - 

punto 4.2— a fs. 3543); y, si bien es efectivo que se toma como 

referencia la misma línea base del EIA original, el método de 

extracción es correctamente modelado y simulado con estándares que 

el mismo SEA (y SAG) validan y estiman suficientes (fs. 3540, 

párrafo 2). 

CENTÉSIMO NOVENO. 	Sobre 	los 	errores 	metodológicos 	que 

denunciaron las Reclamantes, de fs. 5651 a fs. 5654, se muestran 

las mediciones de viento necesarias para resolver el modelo. Dichas 

mediciones son desagregadas por estación del año de manera 

independiente, en atención a los parámetros humedad relativa y 

temperatura ambiente, dirección predominante del viento, velocidad 

promedio y velocidad máxima de dicho vector considerando la 

dirección predominante. Lo anterior, aporta rigurosidad a la 

medición, pues permite cubrir un espectro mayor de comportamiento 

de regímenes de viento, y por lo tanto, disminuye la incertidumbre 

y el porcentaje de error del modelo. Esto es complementado con la 

información entregada mediante la Adenda N° 1 que, en lo pertinente 

(de fs. 8789 a fs. 8808), muestra los valores máximos obtenidos y 

los diferentes escenarios de modelación. 

CENTÉSIMO DÉCIMO. 	En tanto, sobre el problema del ruido de fondo 

denunciado por las Reclamantes, de fs. 9419 a fs. 9436, se describe 

la metodología, los sectores, los horarios y el resultado de los 

valores obtenidos. 

Si bien todos los modelos y métodos de cálculo tienen ventajas y 

desventajas, así como errores asociados, es pertinente señalar que 

Minera Invierno utilizó el software SoundPlan, que tiene una 

categoría para simular ruidos impulsivos. Por lo tanto, y tomando 

en cuenta que se realizaron todas las mediciones solicitadas para 

mejorar la solución del modelo, es posible asegurar que las 

simulaciones son válidas y que se podrán pesquisar una vez evacuados 

los primeros informes de seguimiento de ruido. Con dicha 

información, el modelo puede calibrarse y de esta forma se puede 

mejorar la simulación. 

Todo lo anterior es coherente con lo indicado por el Director 

Ejecutivo del SEA en su Informe (de fs. 3536 a fs. 3538), en el que 
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expone sus argumentos para evidenciar que en este aspecto la 

evaluación se realizó tomando en cuenta los escenarios más adversos 

para todos los casos solicitados de estudio, quedando conforme con 

la modelación utilizada. 

CENTÉSIMO UNDÉCIMO.  Respecto 	del 	cuestionamiento 	de 	las 

Reclamantes, sobre si los valores son atingentes a una norma o no, 

es pertinente señalar que no se están cuestionando los aspectos 

técnicos de los valores entregados por la EPA. Aún así, toma como 

segunda referencia la evaluación de impacto en receptores de fauna 

para eventos sonoros de corta duración dada por la Federal Railroad 

Administration (método FRA), cuya descripción y aplicación se 

aprecia de fs. 8910 a fs. 8947. 

CENTÉSIMO DUODÉCIMO.A  propósito de la alegación de que en la 

evaluación no se consideró el impacto de ruido en la fauna marina, 

cabe señalar que de fs. 8837 a fs. 8843 consta que la evaluación 

se hace cargo de la estimación de ruido para el delfín austral. Sin 

embargo, debido al especial énfasis que se dio durante la evaluación 

para las estimaciones del ruido impulsivo en medios marinos, es que 

Minera Invierno se comprometió a instalar 3 estaciones subacuáticas 

de medición en caso de superar cualquiera de los 2 criterios de 

evaluación (fs. 12149, párrafo 5). 

Respecto de este asunto, el Tribunal analizó diversos estudios sobre 

los efectos en fauna marina de ruidos y vibraciones por trabajos 

en lecho marino (por ejemplo: V. Rama Sastry, G. Raghu Chandra, and 

C. Karthik (2016). Ground Vibration & Water Borne Shock Waves Caused 

due to Underwater Blasting in Ports - A Case Study. International 

Journal of Chemical, Environmental & Biological Sciences (IJCEBS). 

Volumen 4; o Centre for Marine and Coastal Studies Environmental 

Research and Consultancy, University of Liverpool (2001). 

Assessment of the Effects of Noise and Vibration from Offshore Wind 

Farras 	on 	Marine 	Wildlife. 	Recuperado 	de: 

https://www.osti.gov/etdeweb/servlets/pur1/20262251). Sin embargo, 

no se han encontrado trabajos sobre los efectos de ruidos y 

vibraciones en fauna marina ocasionados por tronaduras a más de 3 

km de la costa. 

Finalmente, el Tribunal concluye que el impacto acústico en la fauna 
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submarina fue desestimado correctamente por el SEA (fs. 3543 y 

siguientes). Ello, debido a que los modelos aplicados y los datos 

utilizados por Minera Invierno para modelar este impacto fueron 

suficientes y adecuados para descartar la afectación, y no se 

presentaron antecedentes adicionales suficientes para acreditar lo 

contrario. 

CENTÉSIMO DECIMOTERCERO. Por todo lo antes expuesto, la alegación 

de las Reclamantes en este punto, será descartada. 

5) ¿Se encuentra fraccionado el Proyecto Tronaduras respecto del 

Proyecto Mina Invierno? 

CENTÉSIMO DECIMOCUARTO. En este acápite, el Tribunal resolverá la 

controversia jurídica sobre la adecuada consideración de las 

observaciones efectuadas por las Reclamantes respecto de la 

existencia de fraccionamiento indebido de proyectos en virtud de 

lo dispuesto en el art. 11 bis LBGMA. 

CENTÉSIMO DECIMOQUINTO. En efecto, las Reclamantes alegaron que 

la resolución impugnada razonaba de forma equivocada respecto de 

la configuración del fraccionamiento, lo que significaría el 

abandono por parte de la Administración de los deberes de 

coordinación y de protección del medio ambiente (fs. 52). Para 

sostener lo anterior expusieron, principalmente, dos argumentos. 

En primer término, señalaron que en el caso de Proyecto Tronaduras 

concurrirían los tres requisitos necesarios para que se produzca 

el fraccionamiento indebido (fs. 44). Estos serían: (i) que el 

proyecto se encuentra dividido; (ii) que el fraccionamiento se 

realizó a sabiendas; y (iii) que el fraccionamiento tuvo por 

objetivo variar el instrumento de evaluación. 

En segundo lugar, alegaron que, si bien el órgano competente para 

determinar el fraccionamiento es la Superintendencia del Medio 

Ambiente, a la reclamada le sería exigible una actitud proactiva 

«en orden a velar por la evaluación íntegra del proyecto 
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fraccionado, derivando los antecedentes a la SMA, o 

continuando con la evaluación y en consecuencia, evaluando 

desfavorablemente el proyecto si el proponente no se hace 

cargo de, por ejemplo, los impactos acumulativos del 

proyecto fraccionado, a objeto de demostrar la inexistencia 

de los efectos, características o circunstancias de 

cualquiera de las letras del artículo 11 de la Ley N' 

19.300.» (fs. 49). 

CENTÉSIMO DECIMOSEXTO. 	Ante dichas reclamaciones, la Reclamada 

formuló tres argumentos. En primer término, señaló que no se 

configurarían los requisitos para que exista fraccionamiento 

indebido, esencialmente, porque para ello se requeriría de dos 

proyectos y en este caso nos encontraríamos en presencia de uno 

solo (fs. 3546). Agregó que no puede haber existido elusión ni 

variación del instrumento debido a que, por una parte, el Proyecto 

Tronaduras efectivamente habría ingresado a evaluación y, por otra, 

porque habrían sido debidamente descartados los efectos del art. 

11 LBGMA. A lo anterior añadió que se habrían considerado 

adecuadamente la suma de los impactos provocados por el Proyecto 

Tronaduras y el Proyecto Mina Invierno. En segundo término, expuso 

que el órgano competente para declarar el fraccionamiento sería la 

Superintendencia del Medio Ambiente y no el Servicio de Evaluación 

Ambiental (fs. 3548). Y, en tercer lugar, señaló que el Servicio 

«no ha infringido el deber de coordinación, por cuanto no se ha 

identificado un posible fraccionamiento, no siendo por tanto 

procedente remitir los antecedentes a la SMA, ni calificar 

desfavorablemente el Proyecto» (fs. 3551). 

CENTÉSIMO DECIMOSÉPTIMO.  El fraccionamiento indebido de proyectos 

se encuentra regulado en el art. 11 bis LBGMA. Dicha norma establece 

que 

«Los proponentes no podrán, a sabiendas, fraccionar sus 

proyectos o actividades con el objeto de variar el 

instrumento de evaluación o de eludir el ingreso al Sistema 

de Evaluación de Impacto Ambiental. Será competencia de la 

Superintendencia del Medio Ambiente determinar la 

infracción a esta obligación y requerir al proponente, 

previo informe del Servicio de Evaluación Ambiental, para 

Fojas 22176
veintidos mil ciento setenta y seis



REPÚBLICA DE CHILE 
TERCER TRIBUNAL AMBIENTAL 

ingresar adecuadamente al sistema». 

CENTÉSIMO DECIMOCTAVO. 	De dicha norma se desprende que el 

fraccionamiento se puede manifestar mediante dos hipótesis 

distintas. La primera, se configura cuando el proponente fracciona 

el proyecto con el objetivo de eludir el ingreso al SEIA. En el 

caso de autos, esta hipótesis de elusión no puede configurarse 

debido a que la incorporación de un nuevo método de explotación, 

como lo son las tronaduras, se realizó mediante una Declaración de 

Impacto Ambiental, como consta en el expediente administrativo 

acompañado en el proceso. 

CENTÉSIMO DECIMONOVENO.  La segunda hipótesis se configura cuando 

el proponente divide un proyecto con la finalidad de variar el 

instrumento de evaluación. 

En la presente causa, si bien el Proyecto Mina Invierno ingresó vía 

EIA y el Proyecto Tronaduras mediante DIA, este Tribunal no puede 

determinar que existió una variación debido a que, como señalamos 

en el primer acápite de esta sentencia, durante la evaluación del 

Proyecto Tronaduras no se presentó toda la información necesaria 

para determinar mediante qué instrumento debía ingresar el Proyecto 

Tronaduras. Para ello, resultaba indispensable presentar 

información esencial que permitiera determinar si existía, o no, 

afectación al componente paleontológico en los términos del art. 

11 letra f) LBGMA y art. 10 letra a) del RSEIA, cuestión que este 

Tribunal, de acuerdo al Considerando Septuagésimo Primero, no ha 

podido concluir. 

CENTÉSIMO VIGÉSIMO.  No habiéndose configurado ninguna de las dos 

hipótesis establecidas en el art. 11 bis LBGMA, el Tribunal 

rechazará la alegación de fraccionamiento. 

Y TENIENDO PRESENTE, además, lo dispuesto en el arts. 17 N°  6, 18 

N°  5 y 27 y ss. de la Ley N°  20600; 20 de la Ley N°  19300; 11, 13, 

15, 21, 44 y 53 de la Ley N°  19880; 23 y 170 del Código de 

Procedimiento Civil; el Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema 

de Justicia sobre la forma de las sentencias, de 30 de septiembre 

de 1920; y en las demás disposiciones pertinentes; 
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SE RESUELVE: 

1. Acoger la acción de fs. 1 y ss., y declarar que la Res. Ex. N°  

1113, de 24 de septiembre de 2018, dictada por el Director 

Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental no se conforma 

con la normativa vigente, por lo que se anula totalmente dicho 

acto recurrido. 

2. A la solicitud de fs. 3553, de condenar en costas a las 

Reclamantes: no ha lugar por ser estas vencedoras. 

Acordada con el voto en contra del Ministro Sr. Iván Hunter Ampuero 

quien estuvo por rechazar la reclamación interpuesta, en razón de 

las siguientes consideraciones y motivos: 

1. Acerca de la reclamación judicial por falta de consideración 

debida de las observaciones ciudadanas 

PRIMERO. Que, el art. 30 bis inciso 5°  de la Ley N°  19.300, 

establece que "cualquier persona, natural o jurídica, cuyas 

observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los 

fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida 

en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de 

conformidad a lo señalado en el artículo 20". Una vez agotada esta 

etapa administrativa previa, se puede intentar la acción del art. 

17 N°  6 de la Ley N°  20.600, que dispone que el Tribunal Ambiental 

será competente para: "Conocer de las reclamaciones que interponga 

cualquier persona natural o jurídica en contra de la determinación 

del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso 

administrativo cuando sus observaciones no hubieren sido 

consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental, en 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 30 bis de la ley 

N° 19.300, en relación con el artículo 20 de la misma ley". 

SEGUNDO. Que, de la lectura de ambas disposiciones se desprende 

que existe una relación estrecha entre observación, recurso 

administrativo y reclamación judicial. De ello se sigue que las 

reclamaciones deben estar ligadas indisolublemente a las 
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observaciones y, desde luego, a cómo estas fueron planteadas y 

ponderadas por la autoridad administrativa. 

TERCERO.  Que, en ese sentido, se realizaron dos observaciones por 

parte de los Reclamantes en relación al componente paleobotánico, 

que además fueron objeto de reclamación ante este Tribunal (fs. 4): 

1. La primera es la observación N°  11.4.39.42, realizada por María 

Javiera Stípicic Escauriaza, que consta en la resolución de 

calificación ambiental a fs. 15969, y que corresponde a la N°  

39.41, en el ICSARA de observaciones ciudadanas (fs. 8723), que 

dice textualmente: "No se elaboró informe paleontológico, 

necesario para corroborar la existencia o no de piezas 

paleontológicas.  El Consejo de Monumentos Nacionales elaboró la 

Guía de Informes Paleontológicos donde indica el deber del 

titular de los proyectos ingresados al SEIA la elaboración del 

informe (sic)". 

2. La segunda es la observación N°  11.4.41.4, realizada por Gregor 

Jerko Stipicic Escauriaza, que consta en la resolución de 

calificación ambiental a fs. 16022, y que corresponde a la N°  

42.4, en el ICSARA de observaciones ciudadanas (fs. 8745), que 

dice textualmente: "Por otro lado, vale la pena destacar que 

la Isla Riesco es una zona de suma relevancia para la 

paleontología. En 2003, el paleobotánico Harufumi Nishida 

encontró en el sector de Isla Riesco, restos de hojas, polen, 

semillas y musgos calcificados de más de 50 millones de años. 

Fue la primera vez que se encontró algo así en Chile, y 

Sudamérica. En Isla Riesco se encontró la más antigua evidencia 

documentada de los Nothofagus, la que data del cretácico 

superior, es decir, al menos unos 70 millones de años atrás. 

Este es un hallazgo clave pues permite 

indica que ya a fines del 

población de estos árboles en 

y permite profundizar en la 

investigar la teoría que 

Cretácico había una importante 

lo que es hoy la Patagonia Chilena 

teoría de la antigua unión entre 

Sudamérica y Australia a través de la Antártica. Si bien las 

tronaduras se realizarán en la misma superficie proyectada para 

extraer el estéril del proyecto Mina Invierno, el uso de 

explosivos es mucho más riesgoso por su capacidad de destruir 

completamente los fósiles que pudieran estar en el área del 
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rajo y que no hayan sido identificados aún. Todo lo 

anteriormente expuesto, demuestra que el presente DIA si tiene 

entre sus características aquellas descritas en el artículo 11 

de la Ley N°  19.300, que establece la obligación de ingresar 

al SETA, mediante un Estudio de Impacto Ambiental". 

CUARTO. 	Que, a diferencia de las anteriores, la observación N°  

32.62 de la reclamante Ana Pilar Stipicic Escauriaza, que consta 

en el ICSARA de observaciones ciudadanas, a fs. 8745, no fue objeto 

del reclamo, y en consecuencia, no corresponde que este Tribunal 

se pronuncie sobre ella. Dicha observación versó sobre la afectación 

al componente paleobotánico y está redactada en términos muy 

parecidos a la de Gregor Jerko Stipicic Escauriaza, indicando 

expresamente: "la explotación mecánica del rajo puede permitir la 

observación y rescate de hallazgos fósiles; sin embargo, con el uso 

de tronaduras esto no será posible, generándose una destrucción 

total". Tampoco fue objeto de reclamo su observación N°  32.27, que 

indica expresamente: "en el Proyecto DIA, no se describe de manera 

clara y precisa la composición exacta en forma porcentual de los 

componentes a utilizar en el Anfo. De igual forma tampoco se 

describe la cantidad de Anfo a utilizar en cada barrero (sic), lo 

cual ayudaría de sobremanera a cuantificar el poder de detonación 

de éste. Se solita (sic) aclarar para dimensionar poder de 

detonación a realizar". Al respecto, la falta de impugnación, debe 

entenderse como conformidad con la respuesta otorgada por la 

Administración, y el Tribunal no puede emitir una decisión sobre 

ella sin incurrir en el vicio de ultra petita. 

1.1. Acerca de la Observación N°  11.4.39.42 de María Javiera 

Stipicic Escauriaza 

QUINTO. 	Que, como puede apreciarse, la primera observación se 

traduce en la necesidad de elaborar un "informe paleontológico" 

para determinar la existencia del material paleobotánico en el área 

del rajo de la Mina Invierno. Esta observación va encaminada 

únicamente a solicitar la utilización de una metodología específica 

para determinar si existen fósiles en el área del proyecto; sin 

embargo, las partes están contestes en que dichos fósiles 

efectivamente existen. En efecto, los mismos Reclamantes reconocen 

que en la Resolución Reclamada se establece como hecho 
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incontrovertido que el proceso productivo de la Mina Invierno se 

emplaza sobre sitios con hallazgos paleontológicos de la Formación 

Loreto, como consta a fs. 15. Por tanto, dicha observación estaría 

debidamente respondida en ese aspecto, ya que mantener la exigencia 

de confeccionar un informe paleontológico para acreditar la 

existencia de los fósiles carece de todo sentido, cuando éstos han 

sido expresamente reconocidos, y así aparece claramente del 

procedimiento. 

SEXTO. 	Que, para mayor claridad se debe tener presente los 

siguientes hechos en la causa: 

1. La RCA N°  25/2011, de la COEVA de la Región de Magallanes, que 

aprueba el Proyecto Mina Invierno, en su considerando 11.29 

determina que "...de acuerdo a los estudios de línea base, no se 

encontraron elementos pertenecientes al patrimonio cultural, de 

orden antropológico, arqueológico y/o paleontológico en el área 

de afectación directa del Proyecto_'. Agrega además que: "...en 

caso de ser necesario efectuar excavaciones y prospecciones 

arqueológicas, antropológicas o paleontológicas asociadas al 

hallazgo fortuito de elementos pertenecientes al Patrimonio 

Cultural, se solicitarán los permisos correspondientes_"; 

2. En el considerando 10.2 de la antedicha RCA, la ejecución del 

proyecto quedó condicionada a que el Titular entregase, 

"...previo al inicio de las faenas, un informe paleontológico del 

área de influencia del proyecto_", con los contenidos mínimos 

ahí indicados, evaluando "...los testigos geológicos que hayan 

sido extraídos en la etapa de exploración del proyecto, para 

que estos datos sean incorporados al informe_", y una vez hecho 

el despeje de la capa vegetal, otro informe a partir de "...una 

visita de evaluación a ser efectuada en dicha oportunidad", y 

en 	caso 
	

de 	reconocer 	material 	paleontológico 

"...georreferenciarlos en una escala adecuada y efectuar una 

descripción detallada del tipo de hallazgo_". Dicha condición 

fue impuesta por solicitud 

Nacionales, como consta en su 

20556. 

del Consejo de Monumentos 

Of. Ord. N°  256/2011, de fs. 

3. En cumplimiento de esas condiciones, el Titular elaboró dos 
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informes, que se acompañaron en el expediente administrativo de 

evaluación: 

• Informe de 31 de mayo de 2011, «Evaluación Paleobotánica de 

la Estancia Invierno, Isla Riesco, Región de Magallanes y 

Antártica Chilena. Estudio N°  110504-1. Informe Final», que 

consta a fs. 12906 y ss., 

• Informe de 31 de diciembre de 2011, «Evaluación 

paleontológica de la primera remoción de cubierta vegetal 

en Estancia Invierno, Isla Riesco, Región de Magallanes y 

Antártica Chilena. Estudio N°  1234-7, Informe final», que 

consta a fs. 12738 y ss. 

4. Dichos informes fueron remitidos a la Dirección Regional del 

SEA de la Región de Magallanes, dando cuenta de la presencia 

de material paleontológico en el área de influencia del Proyecto 

Mina Invierno, y este servicio público los remitió al CMN, 

organismo técnico con competencias en la materia, para su 

revisión. 

5. Tras la revisión y análisis, el CMN concluye en su Ord. 

1967/2012, como consta a fs. 20558, que: "...en el área de 

influencia del proyecto Mina Invierno existe una abundante 

riqueza paleobotánica [...] la que debe ser debidamente estudiada 

para así conocer y preservar los taxones de plantas 

significativos, enriqueciendo el conocimiento científico sobre 

la paleoflora de la cuenca de Magallanes. Por lo tanto, en 

distintos niveles de la explotación del yacimiento se espera 

encontrar materiales paleontológicos protegidos por la Ley de 

Monumentos Nacionales...". 

6. Dicha respuesta fue remitida a la Dirección Regional del SEA 

de la Región de Magallanes, quien por medio del Ord. N°  

231/2012, como consta a fs. 20561, requirió al Titular adoptar 

medidas de monitoreo durante las siguientes etapas del 

proyecto, exigiéndole proponer una metodología y planificación 

para la misma, orientada a la supervisión de las etapas del 

proyecto que afectarían estratos con contenido fosilífero, con 

el objeto de prevenir su destrucción; y además estableció que 
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debía hacerse selección y rescate de los ejemplares mejor 

conservados para destinarlos a museos. Dicho requerimiento fue 

contestado por el Titular, por intermedio de la carta Min-252-

08, de 10 de agosto de 2012, de fs. 20563. 

7. Con la metodología y plan de monitoreo propuestos, el Titular 

elaboró varios informes que también se acompañaron en el 

expediente administrativo de evaluación ambiental. Estos 

informes son: 

• Informe de 13 de febrero de 2013, «Preinforme 

paleontológico de la Mina Invierno, Isla Riesco, Región de 

Magallanes y la Antártica Chilena. Estudio N°  110.523-2. 

Informe Final», que consta a fs. 12675 y ss. 

• Informe de 7 de mayo de 2015, «Informe paleontológico de 

la Mina Invierno, Isla Riesco, Región de Magallanes y 

Antártica Chilena. Estudio N°  120667-1. Informe 

Paleobotánico», que consta a fs. 12875 y ss. 

• Informe de 25 de enero de 2016, «Monitoreo Paleontológico 

de Mina Invierno, Isla Riesco. Región de Magallanes y 

Antártica Chilena. Informe de Avance», que consta a fs. 

12679 y ss. 

• Informe de 20 de junio de 2016, «Monitoreo paleontológico 

de Mina Invierno, Isla Riesco, Región de Magallanes y 

Antártica Chilena. Informe Final - fase I», que consta a 

fs. 12814 y ss. 

• Anexo del Informe de 20 de junio de 2016, «Monitoreo 

paleontológico de Mina Invierno, Isla Riesco, Región de 

Magallanes y Antártica Chilena. Anexos - Fase I», que consta 

a fs. 12747 y ss. 

8. Dichos informes continuaron dando cuenta de la presencia de 

material paleontológico en el área de influencia del Proyecto 

Mina Invierno, con mayor grado de conservación y abundancia 

cuando se sitúan en estratos de arcillolitas y limolitas, 

mientras que en los demás estratos, particularmente los de 

areniscas, son considerados de bajo potencial fosilífero. 
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9. A la fecha, no consta que ni el SEA ni los directamente 

afectados, como podrían ser los Reclamantes de autos, hayan 

solicitado la revisión de la RCA N°  25/2011, de la COEVA de la 

Región de Magallanes, basados en el art. 25 quinquies de la Ley 

N°  19.300. 

SÉPTIMO. Que, de lo expuesto se puede concluir lo siguiente: 

1. La inexactitud de la afirmación de la Reclamante en su recurso 

administrativo ante el Director Ejecutivo, a fs. 16291, al 

indicar que la empresa "no presenta ninguno de los informes 

paleontológicos supuestamente informados a las autoridades en 

su DIA ni en las adendas". Todos los informes paleontológicos 

fueron debidamente acompañados a la instancia de evaluación 

ambiental; 

2. Efectivamente se elaboraron informes, previos a la evaluación 

ambiental del Proyecto Tronaduras, acompañados en una Adenda, 

dando cuenta detallada de la existencia de material fosilífero. 

3. Sin perjuicio de lo que se dirá más adelante, dos de los 

informes fueron elaborados el año 2011, época en la que no se 

encontraba supuestamente vigente la Guía sobre Monumentos 

Nacionales pertenecientes al Patrimonio Cultural en el SETA, 

elaborada por el SEA y el CMN el año 2012. 

OCTAVO. 	Que, la discrepancia que parece subsistir con motivo de 

la reclamación judicial es si se puede descartar un eventual impacto 

significativo sobre los fósiles sin una línea de base del componente 

paleontológico. Dicha cuestión, como es fácilmente reconocible, es 

distinta a la planteada en la citada observación, cuyo sentido, 

nuevamente, consistió en solicitar un informe paleontológico "(...) 

para corroborar la existencia o no de piezas paleontológicas". Se 

puede apreciar que la observación no aparece vinculada a los 

impactos del proyecto Tronaduras, como tampoco a posibles vicios 

del procedimiento. 

NOVENO. 	Que, además, a juicio de este disidente, no es discutible 

afirmar que efectivamente es posible descartar los efectos del art. 

11 de la Ley N°  19.300 sin hacer una línea de base, porque de lo 

contrario, todos los proyectos debieran ingresar con estándares de 
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